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A.
RESUMEN 

Este informe preliminar tiene como propósito principal medir los avances del Gobierno de Colombia en la implementación de la Convención de Belém do Pará durante los últimos 5 años, así como identificar los obstáculos encontrados en el proceso, de acuerdo al mandato otorgado por el artículo 21 del Reglamento del CEVI. 

El gobierno de Colombia ha elaborado, en el tiempo previsto, un informe detallado y con abundancia de información, especialmente en el área de violencia familiar.

Los desafíos que enfrenta el Estado Colombiano son más severos que los de otros países de la región, debido al conflicto armado que desde hace décadas padece el país y que afecta gravemente a la población civil, especialmente a pueblos indígenas, población afro descendiente y rural. Las mujeres y niñas padecen de manera particular esta violencia. El conflicto armado influye sobre las relaciones sociales y agrava especialmente la calidad de vida de las mujeres. 
Entre los avances observados en este período podemos mencionar que el Estado Colombiano ha implementado una serie de medidas, tanto legislativas como administrativas tendientes a sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.  Algunas de los programas adoptados son muy positivos y podrían ser replicados en otros países, como el Observatorio de Género, el Programa de Democracia Familiar, Metodologías y Protocolos.

A pesar de ello persisten problemas graves tanto en el enfoque legislativo sobre la violencia de género, como en el acceso a la justicia y para obtener reparación para las víctimas; graves denuncias por los altos niveles de impunidad que afecta la credibilidad en el sistema de justicia; vacíos en materia presupuestaria y de recolección de estadísticas. Estos obstáculos entorpecen el camino hacia la plena garantía del disfrute por parte de las mujeres de sus derechos humanos, especialmente el derecho a vivir una vida sin violencia.

Un retroceso significativo lo constituyen las reformas en materia de legislación sobre violencia intrafamiliar, que no respeta los principios de la Convención de Belém do Pará, en el sentido de considerar a la violencia contra la mujer como una violación a los derechos humanos, poniendo la responsabilidad de su resolución a comisarios de familia de nivel administrativo; convirtiendo el maltrato en una contravención querellable que requiere el impulso constante de la víctima y utilizando mecanismos de conciliación como requisito para la tramitación de los casos.

B.
ANÁLISIS DE LOS CUATRO TEMAS DEL CUESTIONARIO A LOS ESTADOS.

1. Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales

La Convención de Belém do Pará contempla la violencia contra la mujer sufrida en todos los ámbitos, tanto en el doméstico, como en la comunidad, o aquella violencia perpetrada o tolerada por el Estado. De acuerdo a este mandato el CEVI debe avocarse a analizar todos los tipos de violencia, no solo aquella considerada “intrafamiliar”.
1.1.
Avances

Desde 1996 Colombia cuenta con legislación específica sobre la violencia familiar. En los cinco años que analizamos (2000-2005), se realizaron algunas reformas sobre dicha normativa, que, en general aborda la violencia intrafamiliar que cualquier miembro de la familia puede ejercer sobre otro, sin hacer un énfasis específico en la protección a las mujeres. Existen sanciones para los agresores, así como penas asignadas para formas transnacionales de violencia, como la trata de personas. Varias de las normas referidas a violencia contra la mujer fueron creadas luego de la ratificación de la Convención de Belém do Pará.

En el año 2005, por ley 984, se ratifica el Protocolo Opcional de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.

En el año 2006, por ley 1009, se crea un Observatorio de Asuntos de Género que actuará de manera permanente.  El mismo depende de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer (CPEM). El Observatorio tiene un “eje temático sobre violencia contra las mujeres, desde el que se realizan investigaciones, recolección de estadísticas desagregadas por sexo en las regiones, convenios interinstitucionales, etc.”  y es parte de una serie de acciones que integran la estrategia “Rutas por la No Violencia”. Otra norma interesante, del mismo año, es la Ley 1010 sobre acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo.

En el año 2002 se dictó la Ley 742, que aprueba el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 1998, el cual incluye delitos relacionados con violencia basada en el género. Sin embargo, la aplicación del Estatuto fue limitada por la aprobación de un acuerdo internacional, el 18 de setiembre de 2003, entre Estados Unidos y Colombia, que prohibe a Colombia denunciar ante la  Corte Penal Internacional (CPI) a ciudadanos y ciudadanas de Estados Unidos por violaciones al Estatuto hechas en Colombia, a menos que cuente con el aval de Estados Unidos.
Otras normas importantes dictadas estos años son la Ley 765 de 2002, a través de la cual se aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía; la Ley 882 de 2004, que aumenta la pena para el delito de violencia intrafamiliar; y la Ley 985 de 2005, por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de víctimas de la misma. 
La violencia sexual en el matrimonio es sancionada con penas de prisión, tipificadas en el artículo 205 del Código Penal y protege a la cónyuge, a la mujer que cohabita o ha cohabitado, o la persona con quien se ha procreado un hijo, agravando de un tercio a la mitad la pena sobre acceso carnal violento, que usualmente va de 10 a 22 años.
La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer ha diseñado un Manual de Entrenamiento en transversalidad de Género y Desarrollo dirigido a funcionarios y funcionarias, validado en 5 departamentos.

En relación a la pregunta sobre adopción de planes de acción o estrategia nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, se ha creado la estrategia “Rutas por la No Violencia”, que esta a cargo de la CPEM y comprende un conjunto de acciones, entre los que merece destacarse la estrategia “Democracia Familiar”.
Asimismo, se han difundido “mensajes pedagógicos, ilustrativos y propositivos, orientados a la prevención y eliminación de todas las formas de violencia contra mujeres, jóvenes, niños y niñas”
/, a través de campañas radiales y televisivas por las más importantes cadenas. 
Existe un mecanismo a nivel nacional para hacer el seguimiento de la implementación de Belém do Pará, que es el Observatorio de Asuntos de Género. Este, entre otras varias funciones, ha utilizado esta Convención para definir “los indicadores de seguimiento a las violencias contra la mujer en Colombia.” 
En el acápite 4 de este mismo punto, en lo referido a la información sobre temas de género y violencia que reciben los legisladores, el Informe gubernamental da cuenta de un Boletín elaborado por la CPEM, a través del OAG, que es distribuido al personal de legislatura así como a los legisladores, uno de cuyos números estuvo dedicado a la violencia de género. 

Los legisladores se comprometieron a través de la firma del Acuerdo Nacional para la Equidad entre Hombres y Mujeres, a trabajar por la equidad de género. También hay un seguimiento a la Agenda Legislativa Nacional por parte de la CPEM y se distribuyen boletines informativos elaborados por la CPEM. El segundo de estos boletines estuvo dedicado a la violencia de género. 

1.2.
Obstáculos

En relación al punto I del cuestionario, relacionado con Legislación, Normativa Vigente y Planes Nacionales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, encontramos los siguientes obstáculos:

a. La legislación específica sobre violencia está referida no solo a la mujer sino englobada en una denominación más general de violencia intrafamiliar. (Ley 294/1996 de violencia intrafamiliar; ley 575/2000 que reforma parcialmente la anterior; y legislación conexa y complementaria).  Esto presenta al menos dos obstáculos. Por un lado, el efecto simbólico de la ley (es ilegal ejercer violencia contra las mujeres), se debilita, ya que la violencia de género no aparece claramente delimitada. Por otro, los operadores de justicia, al no recibir un mensaje claro para la sanción y erradicación de la violencia de género, se manejan con esquemas que pueden resultar perjudiciales para las mujeres, como el de que toda violencia es una reacción o una defensa frente a un ataque o “motivo” brindado por la mujer.

b. El Estado Colombiano ha implementado mecanismos de Justicia Restaurativa tal como son denominados en el informe
/, para la resolución de casos de violencia contra la mujer. Son descriptos como “forma en que la víctima y el imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de forma activa en la búsqueda de un resultado restaurativo encaminado a atender las necesidades para lograr la reintegración de la víctima y del infractor en la comunidad en búsqueda de la reparación como la restitución y el servicio a la comunidad”. Como mecanismos restaurativos se citan:

· -la conciliación pre-procesal (Delitos Querellables)

· -la mediación

· -el incidente de reparación integral.

Entendemos que estos mecanismos, que pueden ser útiles para resolver otro tipo de problemáticas, no son recomendables para los casos de violencia contra la mujer.

c. Frente a la pregunta sobre si existen programas de tratamiento para agresores o perpetradores de actos de violencia, el Estado Colombiano remite a la Ley 65/1993 que regula el Sistema Penitenciario y Carcelario del país que ofrece, entre otras cosas, tratamientos psiquiátricos para personas con trastornos mentales y las propuestas de resocializacion mediante el trabajo y la educación.  Estos programas tradicionales, al margen de su fracaso generalizado para la resocializacion propuesta, no son una respuesta para la pregunta realizada, la cual debe considerarse negativa, destacándose que existe un vacío en ese sentido. Las personas que ejercen violencia no necesariamente tienen problemas mentales. Desde el momento en que todas y todos hemos sido formados en una sociedad autoritaria y discriminatoria para la mujer, este tipo de conductas muestra en todo caso un ejercicio del poder y de discriminación contra la mujer y esto debe ser trabajado en programas específicos, diseñados especialmente para estos casos. 

d. El Manual de Entrenamiento en transversalidad de Genero y Desarrollo, dirigido a funcionarios y funcionarias preparado por la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer debería ser obligatorio para todos/as los/as funcionarios/as públicos. Se requiere su difusión masiva con la capacitación correspondiente.

e.  En relación a la información sobre temas de género y violencia que reciben los legisladores, si bien se ha hecho un esfuerzo, este resulta aislado. La mera distribución de un boletín, uno solo de cuyos números estuvo dedicado al tema de violencia, no puede equipararse a acciones permanentes y sistemáticas de asesoramiento e información, que incluyan seminarios, debates, mesas redondas y otras formas de diálogo.

f. No hay una comisión legislativa especializada en temas de género. Sólo existe en el Senado y en la Cámara de Representantes la Comisión Séptima, “encargada entre otros temas de tratar los asuntos de la mujer y de la familia.” 
/ Este abordaje que incluye “los asuntos de la mujer” con los temas de familia, implica muchas veces la invisibilización de la discriminación contra la mujer, de sus reclamos de ciudadanía plena, a la vez que significan un reconocimiento parcial a las mujeres, solo en cuanto integrante de una familia, madre y esposa.

Según reportes de organismos no gubernamentales
/, “La Ley 575 de 2000 reformó parcialmente la Ley 294 de 1996 al atribuir a las Comisarías de Familia la competencia jurisdiccional para dictar medidas de protección a favor de las víctimas de violencia intrafamiliar. A falta de Comisaría, la competencia continúa en cabeza del juez civil y la víctima puede acudir también ante los Jueces de Paz o Conciliadores en equidad en su condición de mediadores. La Ley 882 de 2004 “Por medio de la cual se modifica el artículo 229 de la Ley 599 de 2000”, eliminó la violencia sexual como elemento constitutivo de violencia intrafamiliar.
De acuerdo con el panorama legislativo reseñado, en la actualidad el delito de violencia intrafamiliar se encuentra fraccionado en cuanto a  autoridades de conocimiento, entre las que se cuentan autoridades administrativas y jurisdicción civil y penal. Por su parte, el código de Procedimiento Penal del 2000 (ley 600) exigió la querella de parte como requisito para iniciar la investigación.”
En cuanto a la Competencia de Comisarías de Familia para conocer de medidas de protección, las organizaciones citadas manifiestan: “La violencia intrafamiliar es una forma de violación de derechos humanos, la competencia para su conocimiento no puede ser administrativa, pues ello implica sacar este delito de la responsabilidad del poder judicial que tiene la  obligación de restablecer el derecho violado, de sancionar al culpable y de indemnizar a la víctima del delito, esto produce lo que se conoce como la desjudicialización de la protección de los derechos humanos. La dispersión de competencias atenta contra la eficacia, eficiencia y celeridad en la protección efectiva  de las Comisarías de Familia en el país, las cuales no existen en todo el país e inclusive en las grandes ciudades ,las que existen, no tienen posibilidades de prestar adecuada atención a las víctimas de violencia intrafamiliar”.
1.3.
Evaluación

Existen mecanismos jurídicos y legales para enfrentar la violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual en el matrimonio. Colombia ha ratificado la mayoría de los tratados internacionales de derechos humanos, así como el Protocolo Facultativo de la CEDAW. 

La legislación específica sobre violencia está referida no solo a la mujer sino englobada en una denominación más general de violencia intrafamiliar. Esto podría dificultar la visualización de la violencia de género como un problema grave y permanente.

También se han diseñado programas innovadores, como el Observatorio de Asuntos de Género. Sin embargo el mismo está encargado de multitud de tareas, dentro de las cuales la violencia contra la mujer es sólo uno de los ejes, contemplado, además, como violencia intrafamiliar.

Si bien se han hecho campañas radiales y televisivas con mensajes sobre la violencia, no existe una evaluación de impacto de las mismas. Seria deseable que tuvieran masividad y permanencia.


La CPEM ha realizado esfuerzos para divulgar cuestiones de género y de prevención de la violencia contra la mujer entre legisladores y funcionarios judiciales. A pesar de ellos, se debería intensificar la comunicación e información a miembros del Poder legislativo y Judicial, a través de canales permanentes.

2.
ACCESO A LA JUSTICIA
2.1.
Avances

En el Punto II, relacionado con Acceso a la Justicia, el Estado Colombiano ha sancionado normativa para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar, que van desde normas constitucionales hasta leyes especificas. En el recuento legislativo se incluyen también disposiciones sobre desplazamientos forzados por la violencia generalizada que se vive en la República, procedimientos para garantizar la seguridad de víctimas y testigos y otras medidas de protección. El Gobierno reconoce que “se hace urgente un esfuerzo mayor por ampliar la cobertura de estas instituciones” en referencia a las oficinas y espacios de atención a víctimas de violencia.
La legislación prevé un trámite razonablemente rápido para implementación de las medidas especiales de protección. Su efectivo funcionamiento dependerá de la eficiencia, capacitación y compromiso del personal encargado de impulsarlo.

En el punto 1.6, sobre asesoramiento legal gratuito a mujeres víctimas de violencia, se listan 10 espacios que ofrecen servicios, destacándose entre ellos el Programa Nacional de Casas de Justicia, que según la información anexa muestra una cantidad de consultas cercanas al cuarto de millón anuales. No sabemos el porcentaje de casos de violencia de género dentro de esa cifra. Las casas de justicia cuentan con una “Metodología de atención integral a víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar” con la que se capacita a los funcionarios a cargo de las mismas. Se asegura que la formación es permanente.

El Estado está implementando un Modelo de atención integral a víctimas de violencia sexual, que hasta ahora ha sido validado en 5 municipios y se encuentra en proceso de expansión a 30 ciudades más. Asimismo, están diseñando y validando un Modelo de atención para la prevención, detección y tratamiento de la violencia doméstica, con recursos del Fondo Japonés, a través del BID, en 3 ciudades: Pasto, Armenia y Tunja. Será importante hacer el seguimiento de los mismos para asegurar su efectiva implementación, así como garantizar su sustentabilidad, aunque los fondos de donaciones se corten.
Existen módulos de formación sobre género y derechos humanos, así como los de violencia intrafamiliar en la Escuela de Formación Judicial
/. También existen mecanismos de supervisión de los/las funcionarios/as encargados/as de atender y dar curso a los procesos sobre violencia contra la mujer
/. Un poco más vaga parece la respuesta sobre la capacitación a funcionarios/as encargadas de recibir las denuncias de violencia, ya que remite al Código Disciplinario Único y la Ley 909/04 que regula el empleo público.
En respuesta al punto II.3, sobre sistemas de apoyo para atender las necesidades inmediatas de las víctimas de violencia, el Estado responde que el mismo es el diseñado por el Instituto Colombiano para el Bienestar Familiar (ICBF). El mismo cuenta con “planes y programas que están orientados a crear una cultura de equidad entre mujeres y hombres, de participación en la diferencia, de respeto, tolerancia”.... Este programa toma a la familia como el núcleo natural y privilegiado para el crecimiento y desarrollo integral de la niñez y los jóvenes. 

Existen líneas telefónicas gratuitas de emergencia para asesorar a mujeres víctimas de violencia
/ si bien no se brindan datos sobre la cobertura y alcance de las mismas.

En el punto II.3.4., sobre grupos de autoayuda, se refieren los Consejos Comunitarios de Mujeres, cuya creación es fomentada por la CPEM. Estos promueven la participación política de las mujeres y la construcción de la ciudadanía y buscan, simultáneamente, consolidar una Red de Mujeres contra la Violencia
/.

2.2.
Obstáculos

1. En el año 2000, por ley 575, se “traslada la competencia en materia de violencia intrafamiliar de los jueces de familia a los comisarios de familia y a falta de estos a los Inspectores de Policía”
/. Esto significa la desjudicializacion de esta problemática, en la medida que se la saca del ámbito de los tribunales judiciales y se le otorga competencia a la Policía. De esa manera, se le esta dando al procedimiento de reclamo en contra de la violencia la categoría de administrativo. “Adicionalmente, mediante Resolución 2081/05 se otorgó funciones de policía judicial a los Comisarios de Familia y al Equipo Psico-Social que labora en las mismas, en lo que respecta a los delitos de violencia intrafamiliar”
/. Esto significaría considerar a los delitos de violencia intrafamiliar como una sub-categoría de tipo delictivo, de menor importancia, que no merecería ir a los Juzgados Penales, sino que puede ser atendida directamente por funcionarios policiales. Por otro lado, también se hace referencia en el informe a que en determinados casos es el Juez de Paz quien tiene competencia. Este Juez es el de menor categoría dentro del organigrama del Poder Judicial de la República de Colombia. En relación a las oficinas instaladas para atender los casos de violencia intrafamiliar, el Estado reconoce que se hace urgente un esfuerzo mayor para ampliar la cobertura de dichas instituciones.
/.

2. Los reportes de las organizaciones no gubernamentales plantean que las reformas realizadas afectan el acceso a la justicia de las mujeres colombianas.  Además de criticar la desjudicialización del delito de violencia familiar y la dispersión de las competencias para abordar el caso, los organismos de la sociedad civil critican el hecho de que la prosecución judicial de los mismos dependa de la víctima: “Responsabilizar a la víctima de violencia intrafamiliar de la presentación de la denuncia para poner en movimiento el aparato de justicia del Estado, (ley 906 de 2004) exime de la responsabilidad a toda la sociedad y en especial al Estado de prevenir y proteger de oficio y sin distingos, la vida y la integridad de todas las personas que habitan el país, tal como lo entendió la Ley 294 de 1996.” Con esta medida, “la violencia  intrafamiliar volvió a ser un asunto del ámbito de lo privado, con graves consecuencias en términos de impunidad”
/. 

3. No se responde la pregunta II.1.3, relacionada con la existencia de comisarías y otros servicios especializados en temas de la mujer y protocolos de actuación para la atención de las víctimas. Si bien existen Comisarios de Familia, estos de por sí deben estar dedicados a la atención de todos los miembros de la misma, lo cual no garantiza per se una adecuada formación en violencia de género y en discriminación de género.

4. Si bien en las Casas de Justicia cuentan con una “Metodología de atención integral a víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar”se dan preferencia a los mecanismos de conciliación (MASC) y pareciera que los mismos se aplican también, con un enfoque neutral, a los casos de violencia de género, por lo cual reiteramos la preocupación expresada en torno a estos mecanismos. Las organizaciones de mujeres han criticado esta metodología: También denuncian que se haya agregado como requisito de prosecución de la acción penal la realización de audiencia de conciliación. “La conciliación es posible cuando las partes involucradas se encuentran en igualdad de condiciones de negociación. Cuando una persona agrede a otra y después se obliga a ambas a conciliar, dicha conciliación no se hace en igualdad de condiciones, base fundamental de su realización; para que haya  conciliación, se requiere que el tema en discusión sea susceptible de negociación y que las dos partes cedan para acordar un nuevo horizonte de relacionamiento. Si una persona maltrata a otra no se puede esperar que la víctima ceda en algo, la única negociación posible es que el agresor se comprometa a no volver a maltratar”
/
5. En respuesta al punto II.3, sobre sistemas de apoyo para atender las necesidades inmediatas de las víctimas de violencia, el Estado responde que el mismo es el diseñado por el Instituto Colombiano para el Bienestar Familiar (ICBF). Los mismos hacen una fuerte referencia a la familia. Sin dejar de reconocer la importancia de esta valorización de la familia, entendemos que la protección frente a la violencia de género, además de comprender las relaciones familiares, debe cubrir la totalidad de situaciones y condiciones de las mujeres, integren o no una familia; estén o no relacionadas con ella. Debe protegerse a la mujer contra todo tipo de violencia y garantizar su seguridad humana en tanto ciudadana de un Estado, independientemente de su estatus familiar.

6. En el punto II.3.2. sobre refugios, se reportan 2 hogares refugio de carácter privado. El Estado no ha organizado refugios aunque apoya los privados que existen. Es evidente que la infraestructura existente es insuficiente. El ICBF proyecta implementar este año el programa de Casas de Refugio para Víctimas de Violencia intrafamiliar. Sería importante que dichas Casas pudieran recibir a todas las víctimas de violencia de género, además de los casos de violencia intrafamiliar. Se aclara que el ICBF tiene hogares para niñas víctimas de violencia sexual y de otro tipo en todo el país, pero no se especifica la ubicación ni la cantidad.

7. En el punto II.3.6., sobre programas de rehabilitación de la mujer víctima de violencia, se hace referencia a la que se brinda en los refugios
/. Pero como vimos en el punto anterior, estos son escasos y dependen de la iniciativa privada. La conclusión es que no existen programas estatales de rehabilitación de la mujer víctima de violencia. Según el reporte de Amnesty International ya citado: “Las instituciones públicas no ofrecen a las supervivientes de violencia sexual servicios gratuitos, ni siquiera anticoncepción de emergencia. Las mujeres desplazadas suelen ser rechazadas en hospitales y centros de emergencia ginecológica y obstétrica por no poder pagar los servicios.”
8. Altos niveles de impunidad. Varios reportes de derechos humanos preparados en el período en estudio, plantean reiteradamente este problema: “las cifras oficiales no reflejan la magnitud que ha alcanzado el problema de la violencia sexual. Hay razones para creer que los casos de violación son muchos más de los que se notifican. Por ejemplo, pese a las huellas a menudo manifiestas sobre los cuerpos, esta violencia rara vez consta en los informes de las autopsias. Pocos perpetradores comparecen alguna vez ante los tribunales por violar los derechos humanos, y menos aún si se trata de delitos de violencia sexual. Así, esta doble invisibilidad agrava la terrible suerte que corren las personas afectadas. 
(...) Dado que los responsables de violaciones de derechos humanos rara vez son castigados, la confianza de la población en la administración de justicia y en el Estado de derecho se ha erosionado. Saber que los delitos quedarán impunes –e incluso en algunos casos serán recompensados– no sólo ha contribuido al rápido aumento de las violaciones de derechos humanos, sino que ha sido uno de los factores que subyacen a la espiral de violencia en la sociedad en general.” 

(...) “En marzo de 2001, la hija de 16 años de otra dirigente de AMNUCIC, fue violada, torturada y muerta, cuando iba en camino a Valledupar, departamento de Cesar. La obligaron a bajar del autobús y se la llevaron. "No sé quién recogió el cadáver. La habían enterrado como N.N. [desconocida]. Los AUC habían puesto la plata para la urna. Así hacen ellos. Los indígenas que vivían cerca del jagüey [pozo] habían escuchado sus gritos. Me contaron que la niña les decía ‘no me maten, yo no les he hecho nada a ustedes’ y me llamaba. Los paramilitares le gritaron: ‘Qué mami ni qué carajo, si es por tu mamá que viene todo esto’. Le cortaron los pechos. (...)
/
Los miembros de las fuerzas de seguridad tendrían privilegios especiales a la hora de enfrentar su responsabilidad por graves hechos de violencia contra las mujeres
/.

La Reportera especial de Naciones Unidas para la Violencia contra la Mujer con inclusión de sus causas y consecuencias realizó una visita a Colombia en el año 2001, luego de lo cual elaboró un reporte, en el que, entre otros problemas señala: “Grupos de hombres armados secuestran a mujeres a las que mantienen en detención durante algún tiempo en condiciones de esclavitud sexual, someten a violación y obligan a realizar tareas domésticas. Se escoge a las mujeres que tienen parentesco con personas "del otro bando". Tras ser violadas, algunas mujeres han sido mutiladas sexualmente antes de matarlas. Además, las supervivientes explican de qué forma los paramilitares llegan a una aldea, la controlan por completo y aterrorizan a la población cometiendo violaciones de los derechos humanos con total impunidad”
/.

La población civil es la que mas sufre las consecuencias del conflicto armado. Las mujeres experimentan de manera especial esta situación. Por un lado, al igual que el resto de la población, se ven sometidas al ataque directo de los grupos armados, sean estos de la guerrilla, el ejército o los paramilitares
/.  Por otro, la violencia generalizada y la cultura de guerra incrementa los estereotipos sexistas y discriminatorios
/.  


Un reporte elaborado por 24 organizaciones de derechos humanos y de mujeres de Colombia expresa:

“Dentro del contexto de la violencia sociopolítica colombiana, las mujeres y las niñas sufren los efectos directos e indirectos de la confrontación y, bajo estas circunstancias, han sido víctimas de violaciones a sus derechos humanos por razones diversas: por vivir en zonas de conflicto, por tener relaciones afectivas o familiares con algún actor armado, por ser líderes comunitarias, por trabajar a favor de las víctimas, porque son obligadas a albergar o a alimentar a los actores armados, o por otras razones relacionadas con su condición de mujeres. Sin embargo, por la vigencia de una cultura que discrimina y subordina a las mujeres y las niñas, los efectos de la confrontación armada sobre ellas han sido invisibilizados durante mucho tiempo. En el contexto de la violencia sociopolítica se usan, reproducen y profundizan las diversas discriminaciones y exclusiones sociales, especialmente la discriminación con base en la identidad de género.”
/
Como resultado de esas múltiples formas de violencia, se habrían afectado severamente el derecho a la vida, libertad, integridad física, libertad sexual, libertad de circulación, a la salud, educación y otros derechos humanos de mujeres y niñas que viven en zonas de conflicto, o han sido desplazadas. A la vez las denuncias muestran un alto grado de impunidad para los autores de esos delitos. El desplazamiento de población civil atrapada en el conflicto es un factor importante a tener en cuenta.

“Para la población rural empobrecida la única salida de este caos es escapar a las ciudades. Por tanto, las familias rurales escapan en silencio, gotean lentamente hacia las ciudades y buscan refugio, cada una por su cuenta. Con excepción de la ciudad de Turbo, cerca de la costa Atlántica, no hay centros de recepción para población desplazada. Este desplazamiento de tipo individual y disperso es la modalidad dominante en Colombia. Desde los ochenta, los flujos de población desplazada han aumentado dramáticamente y sus orígenes geográficos se han extendido de manera alarmante”
/
El mismo reporte plantea que  “la violencia contra las mujeres, en particular la violencia sexual por parte de actores armados, es práctica habitual en un contexto de degradación del conflicto e irrespeto del derecho internacional humanitario. En algunos casos, estas situaciones acompañan las masacres, o se presentan aisladas como modo de ejercer el terror o la amenaza. Hay dos tipos de situaciones que merece la pena mencionar: la retención o secuestro temporal de mujeres por actores armados con el fin de abusarlas sexualmente, y la exigencia de trabajo doméstico sin contraprestación.”
Las organizaciones de mujeres también denuncian que las activistas y defensoras de derechos humanos de las mujeres  se enfrentan a serias amenazas contra sus vidas:  “el incremento de las agresiones dirigidas contra organizaciones sociales y de mujeres por parte de los actores armados es una de las infracciones más frecuentes al derecho internacional humanitario.(...) Sus efectos en la participación femenina son múltiples, simultáneos y desproporcionados, profundizan la discriminación y la violencia contra las mujeres, retroceden procesos sociales y obstaculizan la construcción de la paz
/. 
2.3.
Evaluación
En relación al Acceso a la Justicia se han hecho esfuerzos importantes y creado mecanismos judiciales, sin embargo, el mismo Gobierno reconoce que “se hace urgente un esfuerzo mayor por ampliar la cobertura de estas instituciones” en referencia a las oficinas y espacios de atención a víctimas de violencia.

Nos preocupa la utilización de mecanismos de Justicia Restaurativa tal como son denominados en el informe
/,  para la resolución de casos de violencia contra la mujer, debido a que su componente esencial son procedimientos de conciliación y mediación.  Estos mecanismos, que pueden ser útiles en otro tipo de delitos, no son recomendables para los casos de violencia contra la mujer. En primer lugar, atentan contra el espíritu de la Convención, que es clara al enmarcar la violencia contra la mujer como una violación a los derechos humanos. En segundo lugar, se ha comprobado que la mayoría de las mujeres que sufren violencia no cuentan con las herramientas necesarias (voluntad, autoestima, fuerza) para participar en una mediación – negociación – reclamo de reparación, etc. Entendemos que debe mantenerse el espíritu del articulo 94 del Código Penal Colombiano, mediante el cual, “la conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales causados con ocasión de aquella”. Un comportamiento diferente emite el mensaje de que la violencia contra la mujer tiene menos importancia que otras lesiones causadas por extraños.

Al reportar sobre las Casas de Justicia se relata que las mismas cuentan con una “Metodología de atención integral a víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar” donde se dan preferencia a los mecanismos de conciliación (MASC) y pareciera que los mismos se aplican también, con un enfoque neutral, a los casos de violencia de género, por lo cual reiteramos la preocupación expresada en torno a estos mecanismos.
Se requiere crear programas específicos para la capacitación a funcionarios/as encargadas de recibir las denuncias de violencia, cuestión que se ha identificado como ausente.

Nos preocupa el traslado de  “la competencia en materia de violencia intrafamiliar de los jueces de familia a los comisarios de familia y a falta de estos a los Inspectores de Policía”
/.  Esto significa la desjudicializacion de esta problemática, en la medida que se la saca del ámbito de los tribunales judiciales y se le otorga competencia a la Policía. De esa manera, se le esta dando al procedimiento de reclamo en contra de la violencia la categoría de administrativo. Se debilita, de esta manera, el mensaje simbólico de la legislación que debe sancionar este tipo de violencia.

Asimismo, y a pesar de los programas instalados, el Estado no ha dado respuesta a la necesidad de refugios para víctimas de violencia, programas de rehabilitación de víctimas y otras medidas sociales tendientes a reparar los daños sufridos por las mujeres, especialmente aquellas afectadas por el conflicto armado interno y las que han sido desplazadas.

3.
PRESUPUESTO
3.1.
Avances

No se registran avances

3.2. Obstáculos
g. El Estado reconoce que no existen partidas específicas en el Presupuesto Nacional destinadas a financiar acciones frente a la violencia contra la mujer.

h. Se alcanzan cifras del Presupuesto destinadas a políticas de promoción social, donde está contenida la atención de violencia intrafamiliar. Asimismo, se proveen cifras del presupuesto para 2005 con que cuentan las entidades que implementan acciones afirmativas (Ministerio de Protección Social, Presidencia de la República, y Ministerio de educación) Pero son cifras globales y cada una de esas entidades ejecuta y administra una compleja variedad de programas. Al no contar con una cifra del total destinado a estas acciones, al igual que las que se toman en relación a otras manifestaciones de la violencia de género, no se puede evaluar que porcentaje del presupuesto total se destina a este tema.
i. Si bien se notifica que la CPEM tiene una Base de Datos con un registro de 1400 entidades que trabajan por la defensa de los derechos de la mujer, no se reportan cifras de fondos que se remitan a las organizaciones no gubernamentales o de convenios interinstitucionales con estas.

j. En la Pregunta III.4, sobre si existen prácticas de cooperación entre los organismos oficiales y las organizaciones no gubernamentales especializadas en temas de género, se listan solamente instituciones intergubernamentales, ligadas a Naciones Unidas, como la OIM, FUPAD, OPS/OMS, pero no a las organizaciones no gubernamentales locales, grupos o redes de mujeres.

3.3.
Evaluación

Resulta muy difícil evaluar el porcentaje de fondos destinados específicamente al tema porque el gobierno no tiene una partida destinada al mismo. Las inversiones relacionadas con este tema se distribuyen en numerosos programas que dependen de distintos ministerios, secretarías y direcciones. Muchos de ellos trabajan el tema de la violencia intrafamiliar como un eje o línea más.

La Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos observó la “ausencia de políticas integrales en materia de derechos de la mujer. Esta situación implica una carencia de autonomía presupuestaria, administrativa y técnica que dificulta la puesta en marcha de programas y proyectos destinados a mejorar las condiciones de las mujeres y a promover el efectivo goce de sus derechos”
/.

4.
ESTADÍSTICAS

4.1.
Avances

En relación al punto IV.3. del cuestionario del CEVI, sobre investigación y recopilación estadística sobre muerte de mujeres a causa de violencia, se ha diseñado un instrumento interesante, llamado RIPS (Registro Individual de Prestaciones de Servicios de Salud) que “contempla en el proceso de Hospitalización y de Atención por Urgencias, la variable Causa Externa, subdividida en Lesiones por Agresión, Sospecha de Maltrato Físico, Sospecha de Violencia Sexual, Sospecha de Violencia Intrafamiliar, Sospecha de Maltrato Emocional... En el caso de muerte por violencia, este mismo sistema permite hacer el seguimiento de casos si se registra el evento”
/. 
Se ha elaborado “un protocolo para la vigilancia de la violencia en el medio laboral, el cual debe ser aplicado por empleadores, trabajadores y administradoras de Riesgos Profesionales, como un instrumento para garantizar la calidad de vida de los trabajadores”
/.
El Observatorio de Asuntos de Género diseñó una Estrategia de Información, que cuenta con 112 indicadores, entre los cuales, un tercio son Indicadores de Seguimiento a las herramientas de Equidad. En el eje temático Violencias contra la Mujer, el OAG recopila información de 4 áreas:

a)
Violencia Sexual (Fuente: Medicina Legal)

b)
Violencia Intrafamiliar (misma fuente)

c) Desplazamiento Forzado (Fuente: Red de Solidaridad Social)

d)
Trata de Personas (Fuente: Departamento Administrativo de Seguridad)

Sin desconocer la utilidad de esta herramienta, llamamos la atención sobre el hecho de que los datos recopilados se limitan a los denunciados. Es de conocimiento general que una gran parte de los casos de violencia de género no se denuncian y se deben crear otros mecanismos para detectar su existencia.

El Informe Gubernamental incluye varios anexos con mucha información, entre la que se debe destacar el Anexo 010, con Tablas sobre violencia Intrafamiliar, elaboradas con datos del año 2004. 

Debe destacarse también la existencia, “dentro del Departamento Nacional de Estadísticas, de una oficina encargada especialmente del tema de género”
/. 
4.2.
Obstáculos 

1.
Las estadísticas con que se cuentan se limitan a los casos denunciados en distintos servicios. No se han realizado encuestas o implementado otros métodos para conocer la dimensión del problema.

2. Existen serios vacíos de información en lo relacionado con el número de denuncias realizadas, detenciones en razón de violencia contra la mujer, juicios realizados con condenas, (puntos 1.1, 1.2, 1.3) así como sobre el número de personal policial o administrativo destinado a la protección de mujeres víctimas y sobrevivientes de violencia, donde se responde con las cifras del personal del área Policía de Menores
/.  En las tablas donde se registran las tasas de homicidio, figuran varias categorías (según agresor, edad de la víctima, localidad, etc.) Sin embargo, al referirse a circunstancia del hecho
/, no aparece la Violencia de género o la violencia intrafamiliar, lo cual impide medir cuántas mujeres mueren por esa causa. Asimismo, se observan vacíos en los puntos 2.1, 2.2, y 2.4. El problema se repite en la cuestión 3. sobre investigación y recopilación estadística sobre muerte de mujeres a causa de violencia.

3. El Estado reconoce como dificultad que, al ser recogida territorialmente “la remisión de esta información no se realiza con la periodicidad, cumplimiento y calidad requerida, dificultando la actualización permanente de los sistemas de información del sector”
/.

4. El Estado no ha respondido la pregunta 4.1, sobre si se habían incluido preguntas a violencia basada en el género en el último censo nacional, que se inició en 2005 y se finalizará a mediados del 2006. Asimismo faltan datos sobre el número de mujeres que viven en áreas rurales y urbanas.

5. El porcentaje de mujeres viviendo bajo la línea de pobreza es muy alto, (11.4 millones) ascendiendo al 49,4% del total de mujeres. Asimismo, existe un alto porcentaje de mujeres analfabetas.
6. Existen vacíos de información relacionados con el punto 5, especialmente porcentaje de maestros y profesores de todos los niveles que reciben capacitación sobre violencia y total de prestatarios de servicios sociales y judiciales que reciben capacitación de género y violencia contra la mujer. Asimismo, se anuncia un anexo 013 con publicaciones sobre violencia que aparece vacío.

Datos aportados por organismos no gubernamentales
/, que fueron recopilados durante 2003 y 2004, en la ciudad de Medellín, muestran que, si bien las tasas de criminalidad han disminuido, se mantienen muy altas las cifras de violaciones sexuales a mujeres y niñas:

“La violencia sexual contra las mujeres en la ciudad de Medellín aumenta proporcionalmente al escalonamiento de la guerra. Según datos de Medicina legal en Medellín en el 2003 ocurrieron 16 violaciones sexuales diarias, solo 4 fueron denunciadas y solo una llegó a ser judicializada
/.
Hasta junio de 2004, se denunciaron 448 casos a la Unidad de delitos sexuales de la fiscalía, en el 2003 se denunciaron 872 agresiones sexuales entre acceso carnal violento y actos sexuales violentos, así mismo en lo que va del 2004 la fiscalía ha capturado a 44 violadores por orden judicial.
Las mujeres victimas de agresiones sexuales en la ciudad se debaten entre la zozobra, el silencio y la denuncia. En este primer semestre Medicina Legal recibió 455
/ casos de agresiones sexuales, de las cuales 393 son mujeres, esta cifra da en promedio 2.1 mujeres por día, (...) Las jóvenes y niñas son las mas afectadas con la violación del derecho a la libertad sexual y el disfrute de sus derechos sexuales y reproductivos, ya que de las mujeres atendidas 315 eran mujeres menores de 18 años, y de estas, 288 eran menores de 15 años“
Las cifras son preocupantes porque es ya un dato conocido que sólo un porcentaje pequeño de mujeres que sufren violencia sexual denuncian el hecho.

El subregistro de datos alcanza también a la violencia doméstica. Un reporte de organismos no gubernamentales elaborado en el 2005 plantea al respecto:“En el país es difícil establecer la real magnitud de la situación de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar debido al amplio subregistro que presentan las denuncias por este  tipo de violencia, sumado a la precariedad de los sistemas de información existentes. No obstante, los datos con los que se cuenta permiten determinar que las posibilidades de las mujeres colombianas de encontrar justicia cuando han sido víctimas de violencia intrafamiliar son mínimas”
/.

El Informe Gubernamental incluye varios anexos con mucha información, entre la que se debe destacar el Anexo 010, con Tablas sobre violencia Intrafamiliar, elaboradas con datos del año 2004. En ellas se observa que el maltrato es sufrido mayormente por personas en la franja de 18-24 años, seguidos por la franja 28-34. Luego va disminuyendo en la de 35-44 y 45-59.  El descenso es muy importante para las siguientes franjas etarias
/.  El 87.7 % de los casos son del área urbana y el 9.3% del área rural
/.  El maltrato de pareja es muy alto para mujeres entre 18-24 años, alcanzando su pico máximo en la franja de 25-34, seguida, ya con un porcentaje menor, por la franja 35-44. Disminuye drásticamente en las otras franjas etarias
/. La violencia en la pareja es sufrida principalmente por mujeres (91,2%)
/. El mayor porcentaje de lesiones lo reciben mujeres que están en la franja de 25-34 años y la mayor parte de casos de maltratos se registran los días domingo
/. 

En cuanto a las razones detectadas en la agresión, el 27,7% se debe a desconfianza, celos, infidelidad; el 26,9 % a intolerancia, machismo; alcoholismo y drogadicción son el 10,9 % y los problemas económicos el 4,2%.
 El 72,5% de las agresiones se produce en la vivienda
/. 

Según el diagnóstico de la lesión,  el mayor número de casos reporta trauma facial, seguido de Politrauma y en tercer lugar, trauma de miembros
/. 

Las agresiones, según la Figura 9, son infligidas por:

· Esposo: 75%

· Ex-esposo: 21%

· Novio, ex-novio: 4%

· Amante, ex-amante: 3%

4.3.
Evaluación 

Se observa capacidad por parte del Estado para recolectar y procesar estadísticas. A pesar de eso, no se cuentan con bases de datos completas que den una idea clara de la magnitud del problema. Es una preocupación regional que los casos denunciados son un porcentaje mínimo del total de hechos de violencia. Por ello no se puede contar con sólo los datos de los casos denunciados para elaborar políticas sobre violencia de género.

C.
RECOMENDACIONES GENERALES
El Estado Colombiano debe construir un marco jurídico adecuado a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra la mujer, que muestre la voluntad del Estado de combatir este flagelo y su visión de la violencia de género como una conducta grave que constituye una violación a los derechos humanos.
Se requiere un Plan Nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género, que abarque todos los tipos de violencia, sea que ocurran en el ámbito doméstico, en la comunidad o por parte del Estado; que contemple las distintas situaciones que viven las mujeres en distintas zonas del país y en diversas realidades, como la del conflicto armado, la del desplazamiento y la del activismo social y por los derechos humanos, entre otras; con medidas integrales que permitan, entre otros resultados, terminar con la impunidad, condenar a los responsables y ofrecer reparación y asistencia a las mujeres y niñas víctimas de violencia.

Deberá trabajarse intensamente para eliminar los obstáculos que enfrentan las mujeres colombianas para el ejercicio pleno de sus derechos humanos económicos, sociales, culturales, sexuales, reproductivos, civiles, políticos, así como para eliminar la discriminación que sufre tanto en el ámbito público como en el privado.
El Estado de Colombia debe cumplir con el principio de la debida diligencia a la hora de prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. En este sentido, se recomienda continuar y profundizar los esfuerzos ya iniciados, dando continuidad a los numerosos programas innovadores y positivos, e implementando los faltantes. La lucha contra la impunidad debe tener prioridad. 

Recomendaciones específicas:
a.
Legislación:
1.
El marco jurídico actual es insuficiente, ya que contempla principalmente la violencia familiar, dejando desprotegidas a las mujeres de la violencia que ocurre en otros ámbitos. Deberá proveerse al país de legislación adecuada para enfrentar la violencia de género en todos los ámbitos en que esta ocurra, ya sea en la familia, la comunidad o la violencia que se sufra por parte del Estado. 

2.
La legislación específica sobre violencia doméstica actualmente existente, está referida no solo a la mujer sino englobada en una denominación más general de violencia intrafamiliar. Esto podría dificultar la visualización de la violencia de género como un problema grave y permanente, que tiene como causa principal la discriminación contra la mujer.

3.
Se recomienda la creación de una comisión legislativa especializada en temas de género, así como acciones permanentes y sistemáticas de asesoramiento e información a legisladores, que incluyan seminarios, debates, mesas redondas y otras formas de diálogo.
4.
Las campañas radiales y televisivas con mensajes sobre la violencia, deben tener masividad y permanencia.

5.
Dado que las personas que ejercen violencia no necesariamente tienen problemas mentales, y su patrón de conducta muestra en todo caso un ejercicio del poder y de discriminación contra la mujer , se recomienda la creación de programas específicos, diseñados especialmente para la sensibilización acerca de la discriminación sexual y el autoritarismo, así como campañas públicas con el mismo objetivo.

6.
Intensificar la comunicación e información por parte de la CPEM, a través de canales permanentes, para divulgar cuestiones de género y de prevención de la violencia contra la mujer entre legisladores y funcionarios judiciales. 

b.
Acceso a la justicia

7.
Se requiere crear programas específicos para la capacitación en discriminación de género y violencia contra las mujeres a funcionarios/as encargadas de recibir las denuncias de violencia, cuestión que se ha identificado como ausente.

8.
Se recomienda garantizar el acceso a la justicia para las mujeres que sufren violencia. Por tanto, se deberá revertir el proceso de desjudicialización, asegurando el acceso a los jueces ordinarios de las víctimas de violencia. Se recomienda revisar el traslado de  “la competencia en materia de violencia intrafamiliar de los jueces de familia a los comisarios de familia y a falta de estos a los Inspectores de Policía” ya que esto significa la desjudicializacion de esta problemática, en la medida que se la saca del ámbito de los tribunales judiciales y se le otorga competencia a la Policía. De esa manera, se le esta dando al procedimiento de reclamo en contra de la violencia la categoría de administrativo. Se debilita, de esta manera, el mensaje simbólico de la legislación que debe sancionar este tipo de violencia.

9.
Se recomienda evitar la aplicación de los Métodos de conciliación en casos de violencia de género. Estos mecanismos, que pueden ser útiles en otro tipo de delitos, no son recomendables para los casos de violencia contra la mujer. En primer lugar, atentan contra el espíritu de la Convención, que es clara al enmarcar la violencia contra la mujer como una violación a los derechos humanos (por tanto, no susceptibles de conciliación). En segundo lugar, se ha comprobado que la mayoría de las mujeres que sufren violencia no cuentan con las herramientas necesarias (voluntad, autoestima, fuerza) para participar en una mediación – negociación – reclamo de reparación, etc. Entendemos que debe mantenerse el espíritu del articulo 94 del Código Penal Colombiano, mediante el cual, “la conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales causados con ocasión de aquella”. Un comportamiento diferente emite el mensaje de que la violencia contra la mujer tiene menos importancia que otras lesiones causadas por extraños.
10.
Proveer espacios y servicios para mujeres víctimas de violencia, especialmente refugios, donde puedan estar ellas con sus hijos, tanto en el ámbito urbano como rural. Asimismo se deberá ampliar la cobertura de  las oficinas y espacios de atención a víctimas de violencia.

11.
Implementar programas estatales de asesoramiento, apoyo y asistencia integral de la mujer víctima de violencia, así como servicios de emergencia en salud sexual y reproductiva a aquellas mujeres que hubieran sido víctimas de violación sexual.

12.
Se requiere la obligatoriedad para todos/as los/as funcionarios/as, la difusión amplia y la capacitación correspondiente para el manejo de El Manual de Entrenamiento en Equidad de Genero dirigido a funcionarios y funcionarias preparado por la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer. 

13.
Se recomienda dar seguimiento y asegurar la efectiva implementación, en todo el país, del Modelo de atención integral a víctimas de violencia sexual y del Modelo de atención para la prevención, detección y tratamiento de la violencia doméstica, garantizando su  sustentabilidad.

14.
Tomar las medidas necesarias para proteger el derecho a la participación y organización de las mujeres y especialmente, para garantizar la vida, seguridad e integridad física de las defensoras de derechos humanos.
15.
Para superar la impunidad frente a las violaciones a los derechos humanos de las mujeres y niñas en contexto de conflicto armado, se deben desarrollar políticas de prevención, investigación y  procesos judiciales claros y transparentes, destinados a establecer la responsabilidad por los crímenes cometidos en el marco del conflicto armado y la reparación integral a las víctimas. 
16.
Tomar las medidas necesarias para que los miembros de las fuerzas de seguridad implicados en hechos graves de violaciones de derechos humanos, solos o en connivencia con paramilitares, sean suspendidos del servicio hasta que se determine su responsabilidad o su inocencia. Excluir el delito de violación de la jurisdicción del sistema de justicia militar.

17.
Las mujeres que hayan testimoniado en causas de violaciones a los derechos humanos, deberán recibir la protección necesaria por parte del Estado.

c. Presupuesto

18.
Contar con partidas genuinas, dentro del presupuesto nacional, destinadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género. Las mismas deberán tener un monto acorde a la gravedad del problema.

19.
Evitar la dispersión de asignaciones que dificultan tener una idea clara del monto que el Estado destina a erradicar la violencia, proveer justicia y asistir a las mujeres que la sufren. Las inversiones relacionadas con este tema se distribuyen en numerosos programas que dependen de distintos ministerios, secretarías y direcciones. Muchos de ellos trabajan el tema de la violencia intrafamiliar como un eje o línea más.
d. Estadísticas

20.
Perfeccionar el sistema de estadísticas, para contar con un panorama real de la situación de las mujeres en cuanto a la violencia de género en el país. Se deberían buscar mecanismos para utilizar encuestas de población para recabar datos sobre violencia, para contar con una dimensión general del problema de la violencia de género. 

21.
Se deberían incluir preguntas sobre violencia contra la Mujer en los censos nacionales y además buscar otros mecanismos, como encuestas, sondeos, etc., para contar con una dimensión general del problema, ya que los datos con que se cuenta hasta la fecha, provienen de denuncias recibidas en los distintos servicios.
OBSERVACIONES DE LA AUTORIDAD NACIONAL COMPETENTE (ANC)
El presente documento contiene los comentarios del Estado colombiano al Informe de País, aprobado por el Comité de Expertas (CEVI) del Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, durante su última reunión celebrada en el mes de julio de 2007.  

A continuación se transcriben los apartes del Informe que merecen especial atención y se formula el comentario respectivo. 

Comentarios sobre el literal A del Informe, Resumen. 

“i.
(…) Los desafíos que enfrenta Colombia son más severos que los de otros países de la región, debido al conflicto armado que desde hace décadas padece el país y que afecta gravemente a la población civil, especialmente a poblaciones indígenas, población afrodescendiente y rural. Las mujeres y las niñas padecen de manera particular esta violencia. El conflicto armado influye sobre las relaciones sociales y agrava especialmente la calidad de vida de las mujeres”.  

A pesar de ello persisten problemas graves tanto en el enfoque legislativo sobre la violencia de género, como en el acceso a la justicia y para obtener reparación para las víctimas; graves denuncias por los altos niveles de impunidad que afecta la credibilidad en el sistema de justicia; vacíos en materia presupuestaria y de recolección de estadísticas. Estos obstáculos entorpecen el camino hacia la plena garantía del disfrute por parte de las mujeres de sus derechos humanos, especialmente el derecho a vivir una vida sin violencia.” 
Comentario del Estado Colombiano:

Existen varios reparos del Estado Colombiano, con respecto a las aseveraciones consignadas en esta primera parte del informe, a saber:

a.
No es cierto que los desafíos en Colombia sean más severos en relación con otros países, ya que hay otros desafíos, en toda Latinoamérica y en Colombia, que son en extremo importantes de trabajar, como los altos niveles de pobreza de las mujeres y la violencia en contra de ellas. Colombia trabaja una política coherente y comprehensiva en materia de equidad de género, que se encarga de enfrentar y erradicar las diferentes violencias que viven las mujeres tales como la violencia intrafamiliar y sexual, la trata de personas,  y la violencia generada por condiciones desempleo y pobreza. En esa medida, también hay desafíos del Estado Colombiano, en materia legislativa, judicial y de políticas públicas. 

b.
Por otra parte, es preciso señalar las siguientes consideraciones:

Colombia reconoce que particularmente las mujeres colombianas padecen las consecuencias de la violencia y el desplazamiento forzado ocasionado por los actos terroristas y la violencia indiscriminada perpetrada por grupos armados al margen de la ley dedicadas al narcotráfico.

También es preciso señalar que en Colombia no existe un conflicto armado interno por cuanto: 
· No existen grupos armados ilegales de naturaleza política que realicen operaciones militares concertadas bajo un mando responsable. 

· No existen en Colombia territorios dominados por los grupos armados ilegales;

· No existen en Colombia, grupos armados ilegales que cumplan o que estén dispuestos a cumplir los preceptos humanitarios.

En consecuencia, se aclara que la situación colombiana es una situación en la cual se enfrenta a los grupos armados ilegales dedicados al narcotráfico. Al respecto,  es necesario precisar que en las democracias el “conflicto” se da entre las diferentes opciones políticas que diariamente se disputan el electorado y si bien la expresión conflicto armado interno es un término que se ha utilizado para designar una situación de guerra civil, tal circunstancia no corresponde a la realidad colombiana. Tampoco se puede hablar que en el país se dé una dictadura personalizada o una constricción constitucional que impida el ejercicio de los derechos fundamentales dado que la Constitución colombiana esta centrada en la defensa de las libertades individuales y garantías ciudadanas. En esos términos, Colombia es una República democrática, con separación de poderes, libertad de prensa y plenas garantías para la oposición política.
Ahora bien, cuando se habla de un ataque de un grupo armado al margen de la ley contra la democracia, eso no es conflicto sino terrorismo, de allí la premisa central que invoca el gobierno actual: En Colombia no existe un conflicto armado interno sino una amenaza terrorista, como se ha denominado a los grupos armados ilegales que intentan imponer sus ideas o intereses por medio de la violencia. En consecuencia, se reconoce la existencia de múltiples conflictos en el seno de la democracia, pero todos ellos pueden dirimirse a través de mecanismos constitucionales.

En el contexto anterior tampoco es correcta la afirmación: “En el recuento legislativo se incluyen también disposiciones sobre desplazamientos forzados por la violencia generalizada que se vive en la República”, cuando en el documento se hace referencia a causas del desplazamiento forzado.

c.
Ante la difícil situación que enfrentaba Colombia en el 2002, la primera administración del Presidente de la República, Álvaro Uribe Vélez, diseñó y puso en marcha el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 “Hacia un Estado Comunitario” con el que se propuso recuperar la confianza en el país a través de 3 estrategias: seguridad democrática, reactivación económica y social y, transparencia.

En materia de Seguridad Democrática, el Gobierno diseñó y puso en marcha una política integral con el objetivo de recuperar la «seguridad democrática» es decir, la protección de todos los colombianos y colombianas, sin excepción, garantizando la viabilidad de la democracia y el afianzamiento de la legitimidad del Estado. Las estrategias y medidas tomadas en el marco de esta política se dirigieron a recuperar el control del territorio, combatir el problema de las drogas ilícitas y el crimen organizado, y a fortalecer el sistema de justicia. Igualmente, enfatizaron en la  protección de los derechos humanos, y el fortalecimiento de la convivencia y los valores, así como en el propósito de vincular a la comunidad internacional en la búsqueda de la paz para Colombia.

El nivel de recursos asignado a esta tarea muestra el alto nivel de compromiso del  Gobierno y la sociedad con este objetivo. Entre 2003 y 2006 la inversión total de la Nación para este propósito alcanzó $9,4 billones, de los cuales $8,7 billones (92,6%) hicieron parte de los Presupuestos Generales de la Nación para dichos años, y $699 mil millones, el restante 7,4%, provino de los presupuestos del sector descentralizado
/.

El 6 de marzo de 2006, el Consejo Nacional de Política Económica y Social, aprobó el documento CONPES No. 3411, titulado “Política de lucha contra la impunidad en casos de violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH, a través del fortalecimiento de la capacidad del Estado colombiano para la investigación,  juzgamiento y sanción”

Este documento puso a consideración del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), los proyectos y recursos requeridos para implementar la política de lucha contra la impunidad en casos de violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH, a través del fortalecimiento de la capacidad del Estado colombiano para la investigación, el juzgamiento y la sanción. Esta política fue aprobada por el Comité Especial de Impulso y Seguimiento a las violaciones a los derechos humanos, el 22 de noviembre de 2005, y busca combatir la impunidad por medio de la superación de los obstáculos que impiden o dificultan el esclarecimiento de los casos de violaciones a los DDHH e infracciones al DIH, la sanción de los responsables y la reparación de las víctimas. 

La política fue construida con el liderazgo de la Vicepresidencia de la República a través de su Programa Presidencial de DDHH y DIH y contó con la participación de la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, el Consejo Superior de la Judicatura, la Defensoría del Pueblo, el Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio del Interior y de Justicia, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC y con la asesoría y recomendaciones de la Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los DDHH.  

La política se articula con los siguientes planes, proyectos, políticas y normas del Estado colombiano: 

· El Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, concretamente la estrategia en materia de Derechos Humanos;

· El documento CONPES 3172 del 15 de julio de 2002, que establece las “Líneas de Acción para fortalecer la política del Estado en materia de Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario”; 

· El Plan Nacional de Acción de DDHH y DIH; 

· La Ley 975 de 2005 y sus normas reglamentarias. 

La implementación de esta política es importante, porque es necesario que el Estado colombiano cuente con una propuesta explícita de fortalecimiento de la capacidad de investigación, juzgamiento y sanción en casos de violaciones a los DDHH e infracciones al DIH, que complemente los esfuerzos emprendidos por autoridades públicas y operadores de justicia, tales como el Consejo de Estado, que en virtud de mandatos constitucionales y legales se encuentra a cargo de la determinación de la responsabilidad estatal por estas violaciones e infracciones.   

La lucha contra la impunidad en estos casos, es determinante para las posibilidades de reconstrucción y fortalecimiento de los patrones de convivencia y, por esta vía, de las posibilidades de una paz duradera. Adicionalmente, evitar la impunidad en casos de tanta resonancia constituye una vía importante para recuperar la confianza de los ciudadanos en el sistema judicial y permite prevenir las altas condenas presupuestales que estas demandas suponen para el Estado colombiano.

Además, se anota que las cifras demuestran la efectividad de la implementación de la Política de Seguridad Democrática. Así, desde hace 4 años, han disminuido considerablemente las violaciones de los derechos humanos en el marco del conflicto generado por grupos al margen de la ley.  Como se evidencia en cuadro, entre 2004 y 2006, disminuyeron de forma importante, los homicidios, tanto de hombres como de mujeres.

	Disminución de víctimas de homicidio por sexo y año. Periodo 2002 - 2006.

	

	

	
	2003 - 2004
	2004 - 2005
	2005 - 2006
	Total

	
	Valor
	%
	Valor
	%
	Valor
	%
	

	Mujeres
	302
	15,6%
	137
	8,4%
	193
	13%
	632

	Hombres
	3.004
	14%
	1.945
	12%
	661
	4%
	5.610


Fuente:
Policía Nacional.

Procesado:
Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH, Vicepresidencia de la República.

Por otra parte, el Gobierno nacional propuso para el periodo 2006-2010 el PND “Estado Comunitario: Desarrollo para todos” enmarcado en 3 grandes objetivos: (i) afianzar los logros de la política de Defensa y Seguridad Democrática; (ii) consolidar la confianza inversionista y un crecimiento económico elevado y sostenido con equidad social, que genere competitividad , empleo y distribuya sus beneficios a todos y todas las colombianas; (iii) cumplir con un ambicioso programa de metas sociales que permitan reducir la pobreza, promover la equidad y ampliar los programas del Estado de modo que lleguen a la mayoría de la población pero especialmente a quienes más lo necesitan. 

El PND 2006-2010 incluye políticas primordiales que tienen en cuenta dimensiones especiales del desarrollo en aspectos transversales tales como: la equidad de género, la protección y el estimulo de la juventud, la formulación de programas específicos en relación con grupos étnicos y las relaciones interculturales, las estrategias de desarrollo regional y fortalecimiento de la descentralización; la ampliación y consolidación del conocimiento y la innovación tecnológica; el fomento a la cultura; el diseño de políticas específicas para armonizar el desarrollo económico con la dinámica demográfica; la promoción de la economía solidaria y el respaldo a la integración económica de Colombia con otras economías mundiales.

En cuanto al proceso de desmovilización de los grupos de autodefensa, precisamente con el ánimo de erradicar el fenómeno de la violencia interna generada por la acción de grupos armados al margen de la ley, este gobierno firmó un acuerdo de paz con los grupos de autodefensa el 15 de julio de 2003, en cuyo desarrollo se han desmovilizado más de 31.000 miembros de las AUC, provenientes de 35 bloques.

Por su parte, se expidió la Ley 975 de 2005 (de iniciativa gubernamental), Ley de Justicia y Paz, que es la disposición legal aplicable para aquellos casos de desmovilizados que tuviesen procesos abiertos o condenas por delitos no amnistiables o indultables. Esta última categoría de delitos incluye, entre otros, los crímenes de guerra y de lesa humanidad, el terrorismo y el narcotráfico. En ese sentido, se han dado pasos agigantados en materia de seguridad y protección de los derechos humanos y del DIH en el período 2002 – 2006. Por ejemplo, en ese lapso, el número de homicidios disminuyó como se señaló previamente, así como la perpetración de masacres la cual disminuyó de manera importante en un 63% debido al proceso de paz con las AUC.

Igualmente, en desarrollo de la Ley de Justicia y Paz, se creó la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), la cual está conformada por representantes, hombres y mujeres, de la sociedad civil, del gobierno y de organismos de control. La misma tiene entre sus funciones, recomendar al Gobierno la implementación de un programa institucional de reparación colectiva que comprenda acciones directamente orientadas a recuperar la institucionalidad propia del Estado Social de Derecho particularmente en las zonas más afectadas por la violencia; a recuperar y promover los derechos de los ciudadanos y ciudadanas afectados por hechos de violencia, y a reconocer y dignificar a las víctimas de la violencia y garantizar a las víctimas su participación en procesos de esclarecimiento judicial y la realización de sus derechos.

La CNRR ha establecido que el marco de sus funciones es necesario visibilizar una perspectiva de género que sea inclusiva y que contemple tanto las formas de relación como las condiciones de las mujeres víctimas. Así, en su informe al Congreso del 2007, se señala el hecho de que la CNRR ha realizado en el área de género, experiencias de trabajo de campo, talleres y encuentros con mujeres a las cuales se les reconoce su calidad de víctimas especialmente vulnerables en el conflicto que vive el país.

ii.
“Entre los avances observados en este período podemos mencionar que el Estado Colombiano ha implementado una serie de medidas, tanto legislativas como administrativas tendientes a sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.  Algunas de los programas adoptados son muy positivos y podrían ser replicados en otros países, como el Observatorio de Género, el Programa de Democracia Familiar, Metodologías y Protocolos.” 
Comentario Estado Colombiano: 

Países como Costa Rica y Honduras, así como la Unidad Mujer y Desarrollo de la CEPAL, están interesados en crear un Observatorio basados en la experiencia de Colombia.

iii.
Un retroceso significativo lo constituyen las reformas en materia de legislación sobre violencia intrafamiliar, que no respeta los principios de la Convención de Belém do Pará, en el sentido de considerar a la violencia contra la mujer como una violación a los derechos humanos, poniendo la responsabilidad de su resolución a comisarios de familia de nivel administrativo; convirtiendo el maltrato en una contravención querellable que requiere el impulso constante de la víctima y utilizando mecanismos de conciliación como requisito para la tramitación de los casos.”
Comentario Estado Colombiano: 

La violencia intrafamiliar dejó de ser  un delito querellable por medio de la Ley 1141 de 2007 sobre Seguridad y Convivencia Ciudadana. En efecto, de acuerdo con la nueva disposición legal, el delito de Violencia Intrafamiliar, así como el de inasistencia alimentaria, deben ser investigados de oficio y no es desistible.

También es preciso anotar que la pena de prisión que castiga el delito de violencia intrafamiliar se incrementó en la nueva ley, quedando de 4 a 8 años y será aumentada de la mitad a las tres cuartas partes, cuando la conducta recaiga sobre un menor o una mujer, entre otras personas.
Comentarios relativos al literal B. 1 sobre el análisis de la Legislación, Normativa vigente y Planes Nacionales

Sobre los Avances

i.
“En el año 2006, por ley 1009, se crea un Observatorio de Asuntos de Género que actuará de manera permanente.  El mismo depende de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer (CPEM). El Observatorio tiene un “eje temático sobre violencia contra las mujeres, desde el que se realizan investigaciones, recolección de estadísticas desagregadas por sexo en las regiones, convenios interinstitucionales, etc.”  y es parte de una serie de acciones que integran la estrategia “Rutas por la No Violencia”. Otra norma interesante, del mismo año, es la Ley 1010 sobre acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo.” 

Comentario del Estado Colombiano: 

Es importante señalar que el Observatorio de Asuntos de Género de la Consejería  Presidencial para la Equidad de la Mujer, fue el primer observatorio en el continente dedicado exclusivamente a temas de género, en cumplimiento de las obligaciones emanadas de los instrumentos internacionales ratificados por Colombia.

ii.
“En el año 2002 se dictó la Ley 742, que aprueba el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 1998, el cual incluye delitos relacionados con violencia basada en el género. Sin embargo, la aplicación del Estatuto fue limitada por la aprobación de un acuerdo internacional, el 18 de septiembre de 2003, entre Estados Unidos y Colombia, que prohíbe a Colombia denunciar ante la  Corte Penal Internacional (CPI) a ciudadanos y ciudadanas de Estados Unidos por violaciones al Estatuto hechas en Colombia, a menos que cuente con el aval de Estados Unidos.”

Comentario del Estado Colombiano: 

Es importante resaltar que el artículo 98 del Estatuto de Roma contempla la existencia y prevalencia de este tipo acuerdos bilaterales en los cuales se establezca la necesidad de requerir el consentimiento del Estado que envía para entregar a la Corte Penal Internacional a una persona sujeta a la jurisdicción de ese Estado o protegida por inmunidad de jurisdicción.

En este marco, el Acuerdo respecto a la entrega de personas de los Estados Unidos de América a la Corte Penal Internacional se fundamenta en la calidad de Colombia como Estado Parte del Estatuto de Roma y en la de Estados Unidos de América como Estado no Parte, así como en la naturaleza complementaria de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional con respecto a las jurisdicciones nacionales y en las normas del derecho internacional que establecen la inmunidad de jurisdicción.

La firma de este Acuerdo no afecta en sentido alguno el cumplimiento por Colombia de las obligaciones a las que se comprometió al ratificar el Estatuto de Roma y convertirse en Parte de dicho Tratado.

iii.
“Otras normas importantes dictadas estos años son la Ley 765 de 2002, a través de la cual se aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía; la Ley 882 de 2004, que aumenta la pena para el delito de violencia intrafamiliar; y la Ley 985 de 2005, por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de víctimas de la misma” 
Comentario del Estado Colombiano: 

En relación con la ley para la lucha contra la trata de personas, es necesario resaltar que el documento de la Estrategia Nacional Integral de Lucha contra la trata de personas 2007-2008 trabaja prioritariamente el enfoque de género y la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer participa activamente en el Comité Interinstitucional contra la Trata de Personas, de manera tal que se garantice que la protección otorgada a mujeres, niños y niñas, afectados por esta terrible situación, tenga en cuenta el impacto de género.

iv.
“En el acápite 4 de este mismo punto, en lo referido a la información sobre temas de género y violencia que reciben los legisladores, el Informe gubernamental da cuenta de un Boletín elaborado por la CPEM, a través del OAG, que es distribuido al personal de legislatura así como a los legisladores, uno de cuyos números estuvo dedicado a la violencia de género.” 

Comentario del Estado Colombiano: 

En diciembre de 2007, el Observatorio de Asuntos de Género contará con una página Web, a partir de la cual se pondrán a disposición del público las estadísticas, investigaciones y publicaciones del mismo, contribuyendo a difundir masivamente la información allí producida. 

Sobre los Obstáculos

v.
“a. La legislación específica sobre violencia está referida no solo a la mujer sino englobada en una denominación más general de violencia intrafamiliar. (Ley 294/1996 de violencia intrafamiliar; ley 575/2000 que reforma parcialmente la anterior; y legislación conexa y complementaria).  Esto presenta al menos dos obstáculos. Por un lado, el efecto simbólico de la ley (es ilegal ejercer violencia contra las mujeres), se debilita, ya que la violencia de género no aparece claramente delimitada. Por otro, los operadores de justicia, al no recibir un mensaje claro para la sanción y erradicación de la violencia de género, se manejan con esquemas que pueden resultar perjudiciales para las mujeres, como el de que toda violencia es una reacción o una defensa frente a un ataque o “motivo” brindado por la mujer”

Comentarios del Estado Colombiano:

a.
Debido a que la información con base en la cual se trabaja en el informe está desactualizada, es preciso describir en este acápite el Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia, publicado el año pasado, y que representa un esfuerzo esencial del Estado colombiano por implementar medidas de protección de la mujer contra la violencia intrafamiliar. 

El Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia fue formulado en el 2006 por un equipo de expertos/as colombianos/as y españoles/as. Tiene su origen en el protocolo marco que firmó el Gobierno colombiano con la Comunidad Autónoma de Madrid en junio de 2005 y en el convenio de colaboración con el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid. El Plan comprende medidas relacionadas con tres líneas de trabajo: (i) Derechos de la mujer en situaciones de violencia intrafamiliar; (ii) Derechos de la mujer tras la ruptura de la unión marital; (iii) Protección de las mujeres frente a la discriminación laboral. De estas, 16 se refieren a reformas legislativas. 

El Plan Estratégico contempla 116 medidas para ser implementadas en el mediano y largo plazo. De estas medidas, fueron priorizadas veinte y cinco (25) para implementar en el periodo 2007-2008. Las medidas se dirigen, por un lado, a potenciar las acciones del Gobierno de Colombia favorecedoras de los derechos de la mujer y de la igualdad, y por otro, a implantar nuevas acciones que perfeccionen la aplicación y práctica de los derechos que ya contempla la legislación colombiana. 

En la actualidad varias de estas medidas, entre aquellas de carácter legislativo y administrativo han sido implementadas y otras deben fortalecerse, en orden al logro de los objetivos propuestos en el Plan. Para tales efectos la Consejería viene adelantando un proceso de concertación con las distintas entidades involucradas en los temas atinentes a los tres ejes.  

Hasta la fecha se han desarrollado acciones de divulgación del Plan, de gestión y de implementación de las medias.

b.
teniendo como insumo de trabajo, entre otros, al Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos, la bancada de mujeres en el Congreso  presentó en la anterior legislatura, el proyecto de ley “Número 171 de 2006 Senado por el cual se dictan normas para prevenir, erradicar y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”; dicho proyecto de ley, reforma varias de las normas existentes sobre violencia intrafamiliar haciendo énfasis en el concepto de violencia contra la mujer de manera autónoma. 

vi.
“b. El Estado Colombiano ha implementado mecanismos de Justicia Restaurativa tal como son denominados en el informe,
 para la resolución de casos de violencia contra la mujer. Son descriptos como “forma en que la víctima y el imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de forma activa en la búsqueda de un resultado restaurativo encaminado a atender las necesidades para lograr la reintegración de la víctima y del infractor en la comunidad en búsqueda de la reparación como la restitución y el servicio a la comunidad”. Como mecanismos restaurativos se citan:

-
la conciliación pre-procesal (Delitos Querellables)

-
la mediación

-
el incidente de reparación integral.

Entendemos que estos mecanismos, que pueden ser útiles para resolver otro tipo de problemáticas, no son recomendables para los casos de violencia contra la mujer.”
Comentario del Estado Colombiano:

Se vuelve a destacar el hecho de que la conciliación pre-procesal ya no es un mecanismo de justicia restaurativa aplicable al caso de violencia intrafamiliar, debido a que este delito dejó de ser querellable y por tanto no se requiere de audiencia de conciliación para que proceda la denuncia del delito.  

vii.
“El Manual de Entrenamiento en transversalidad de Genero y Desarrollo, dirigido a funcionarios y funcionarias preparado por la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer debería ser obligatorio para todos/as los/as funcionarios/as públicos. Se requiere su difusión masiva con la capacitación correspondiente.”

Comentario del Estado Colombiano:

La CPEM es consciente del reto que tiene en lograr la implementación en el ámbito nacional, del proceso de transversalización del enfoque de género y en utilizar el Manual como herramienta principal en este proceso.
viii. “No hay una comisión legislativa especializada en temas de género. Sólo existe en el Senado y en la Cámara de Representantes la Comisión Séptima, “encargada entre otros temas de tratar los asuntos de la mujer y de la familia.”
/ Este abordaje que incluye “los asuntos de la mujer” con los temas de familia, implica muchas veces la invisibilización de la discriminación contra la mujer, de sus reclamos de ciudadanía plena, a la vez que significan un reconocimiento parcial a las mujeres, solo en cuanto integrante de una familia, madre y esposa.”

Comentario del Estado Colombiano:

Aún cuando no hay una comisión legislativa encargada de manera exclusiva de los asuntos de género, sí existe la bancada de mujeres del Congreso, que entre otros proyectos, está impulsando el proyecto de ley sobre violencia contra la mujer, arriba mencionado.

Además debe mencionarse, que las y los legisladores asisten a los eventos sobre violencia de género, foros y talleres, organizados por la CPEM. Así por ejemplo, en febrero de 2007, se llevó a cabo el Seminario Foro Internacional Formación  Dirigida contra la Violencia de Género y En pro de la igualdad de Oportunidades, al cual asistieron miembros del Congreso. 

ix.
“Según reportes de organismos no gubernamentales,
/ “La Ley 575 de 2000 reformó parcialmente la Ley 294 de 1996 al atribuir a las Comisarías de Familia la competencia jurisdiccional para dictar medidas de protección a favor de las víctimas de violencia intrafamiliar. A falta de Comisaría, la competencia continúa en cabeza del juez civil y la víctima puede acudir también ante los Jueces de Paz o Conciliadores en equidad en su condición de mediadores. La Ley 882 de 2004 “Por medio de la cual se modifica el artículo 229 de la Ley 599 de 2000”, eliminó la violencia sexual como elemento constitutivo de violencia intrafamiliar.
De acuerdo con el panorama legislativo reseñado, en la actualidad el delito de violencia intrafamiliar se encuentra fraccionado en cuanto a  autoridades de conocimiento, entre las que se cuentan autoridades administrativas y jurisdicción civil y penal. Por su parte, el código de Procedimiento Penal del 2000 (ley 600) exigió la querella de parte como requisito para iniciar la investigación.”
En cuanto a la Competencia de Comisarías de Familia para conocer de medidas de protección, las organizaciones citadas manifiestan: “La violencia intrafamiliar es una forma de violación de derechos humanos, la competencia para su conocimiento no puede ser administrativa, pues ello implica sacar este delito de la responsabilidad del poder judicial que tiene la  obligación de restablecer el derecho violado, de sancionar al culpable y de indemnizar a la víctima del delito, esto produce lo que se conoce como la desjudicialización de la protección de los derechos humanos. La dispersión de competencias atenta contra la eficacia, eficiencia y celeridad en la protección efectiva  de las Comisarías de Familia en el país, las cuales no existen en todo el país e inclusive en las grandes ciudades ,las que existen, no tienen posibilidades de prestar adecuada atención a las víctimas de violencia intrafamiliar”.

Comentarios del Estado Colombiano:

a.
Es preciso recordar de nuevo que el delito de violencia intrafamiliar ya no es querellable, sino que se investiga de oficio por un fiscal.

b.
Por otra parte, frente a las críticas de la desjudicialización de esta clase de  violencia, el proyecto de ley sobre violencias contra la mujer arriba mencionado, contiene una previsión que busca específicamente, que se devuelva a los jueces de familia la competencia para imponer medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar. 
Sobre la evaluación

x.
“También se han diseñado programas innovadores, como el Observatorio de Asuntos de Género. Sin embargo el mismo está encargado de multitud de tareas, dentro de las cuales la violencia contra la mujer es sólo uno de los ejes, contemplado, además, como violencia intrafamiliar.”

Comentario del Estado Colombiano:

Hay que aclarar en este punto, que en el Observatorio de Asuntos de Género existe un eje de violencias contra la mujer, el cual trabaja diversas temáticas, como lo son:
-
Violencia Intrafamiliar

-
Violencia Sexual

-
Trata de Personas

-
Desplazamiento

Adicionalmente, se recogen estadísticas de la Política de Seguridad Democrática.

Comentarios relativos al literal B. 1 sobre el análisis de Acceso a la Justicia

Sobre los Avances

i.
“Existen módulos de formación sobre género y derechos humanos, así como los de violencia intrafamiliar en la Escuela de Formación Judicial
/. También existen mecanismos de supervisión de los/las funcionarios/as encargados/as de atender y dar curso a los procesos sobre violencia contra la mujer
/. Un poco más vaga parece la respuesta sobre la capacitación a funcionarios/as encargadas de recibir las denuncias de violencia, ya que remite al Código Disciplinario Único y la Ley 909/04 que regula el empleo público.”

Comentario del Estado Colombiano:

Se requiere aclarar que Colombia es un Estado descentralizado y por lo tanto, cada municipio desarrolla acciones en materia de formación de género.

Sobre los Obstáculos

ii.
“1. En el año 2000, por ley 575, se “traslada la competencia en materia de violencia intrafamiliar de los jueces de familia a los comisarios de familia y a falta de estos a los Inspectores de Policía”.
/ Esto significa la desjudicializacion de esta problemática, en la medida que se la saca del ámbito de los tribunales judiciales y se le otorga competencia a la Policía. De esa manera, se le esta dando al procedimiento de reclamo en contra de la violencia la categoría de administrativo. “Adicionalmente, mediante Resolución 2081/05 se otorgó funciones de policía judicial a los Comisarios de Familia y al Equipo Psico-Social que labora en las mismas, en lo que respecta a los delitos de violencia intrafamiliar”
/. Esto significaría considerar a los delitos de violencia intrafamiliar como una sub-categoría de tipo delictivo, de menor importancia, que no merecería ir a los Juzgados Penales, sino que puede ser atendida directamente por funcionarios policiales. Por otro lado, también se hace referencia en el informe a que en determinados casos es el Juez de Paz quien tiene competencia. Este Juez es el de menor categoría dentro del organigrama del Poder Judicial de la República de Colombia. En relación a las oficinas instaladas para atender los casos de violencia intrafamiliar, el Estado reconoce que se hace urgente un esfuerzo mayor para ampliar la cobertura de dichas instituciones
/”.
Comentario del Estado de Colombia:

Al respecto es necesario precisar que los jueces penales también pueden conocer de estas causas, no sólo los Comisarios de Familia. Sin embargo hay que advertir que los Comisarios  de Familia son abogados especializados en materia de familia y trabajan en conjunto con un quipo interdisciplinario con conocimiento de la problemática de violencia intrafamiliar. En esa medida se garantiza que no sean  funcionarios de policía quienes conocen de estos casos, sino funcionarios especializados en la temática de esta clase de violencia contra la mujer.

iii.
“2. Los reportes de las organizaciones no gubernamentales plantean que las reformas realizadas afectan el acceso a la justicia de las mujeres colombianas.  Además de criticar la desjudicialización del delito de violencia familiar y la dispersión de las competencias para abordar el caso, los organismos de la sociedad civil critican el hecho de que la prosecución judicial de los mismos dependa de la víctima: “Responsabilizar a la víctima de violencia intrafamiliar de la presentación de la denuncia para poner en movimiento el aparato de justicia del Estado, (ley 906 de 2004) exime de la responsabilidad a toda la sociedad y en especial al Estado de prevenir y proteger de oficio y sin distingos, la vida y la integridad de todas las personas que habitan el país, tal como lo entendió la Ley 294 de 1996.” Con esta medida, “la violencia  intrafamiliar volvió a ser un asunto del ámbito de lo privado, con graves consecuencias en términos de impunidad.”
/ “        

Comentario del Estado de Colombia:

El delito de violencia intrafamiliar ya no es querellable.

iv.
“No se responde la pregunta II.1.3, relacionada con la existencia de comisarías y otros servicios especializados en temas de la mujer y protocolos de actuación para la atención de las víctimas. Si bien existen Comisarios de Familia, estos de por sí deben estar dedicados a la atención de todos los miembros de la misma, lo cual no garantiza per se una adecuada formación en violencia de género y en discriminación de género.”

Comentario del Estado Colombiano:

A este respecto se resalta el hecho de que, precisamente con el fin de garantizar una adecuada aproximación a los casos de violencia intrafamiliar, una de las medidas del Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia, es dar formación y crear protocolos de atención en materia de violencia intrafamiliar para los operadores jurídicos y judiciales, entre los cuales se contempla los Defensores de Familia.

v.
“4. Si bien en las Casas de Justicia cuentan con una “Metodología de atención integral a víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar” se dan preferencia a los mecanismos de conciliación (MASC) y pareciera que los mismos se aplican también, con un enfoque neutral, a los casos de violencia de género, por lo cual reiteramos la preocupación expresada en torno a estos mecanismos. Las organizaciones de mujeres han criticado esta metodología: También denuncian que se haya agregado como requisito de prosecución de la acción penal la realización de audiencia de conciliación. “La conciliación es posible cuando las partes involucradas se encuentran en igualdad de condiciones de negociación. Cuando una persona agrede a otra y después se obliga a ambas a conciliar, dicha conciliación no se hace en igualdad de condiciones, base fundamental de su realización; para que haya  conciliación, se requiere que el tema en discusión sea susceptible de negociación y que las dos partes cedan para acordar un nuevo horizonte de relacionamiento. Si una persona maltrata a otra no se puede esperar que la víctima ceda en algo, la única negociación posible es que el agresor se comprometa a no volver a maltratar”
/.
Comentario del Estado Colombiano:
La celebración previa de la audiencia conciliación ya no es requisito para que continúe su curso la denuncia por violencia intrafamiliar, en razón a que este delito ya no es querellable. En la actualidad, sólo podría darse conciliación al final del proceso judicial, en caso de que las partes así lo decidan.

vi.
“5. En respuesta al punto II.3, sobre sistemas de apoyo para atender las necesidades inmediatas de las víctimas de violencia, el Estado responde que el mismo es el diseñado por el Instituto Colombiano para el Bienestar Familiar (ICBF). Los mismos hacen una fuerte referencia a la familia. Sin dejar de reconocer la importancia de esta valorización de la familia, entendemos que la protección frente a la violencia de género, además de comprender las relaciones familiares, debe cubrir la totalidad de situaciones y condiciones de las mujeres, integren o no una familia; estén o no relacionadas con ella. Debe protegerse a la mujer contra todo tipo de violencia y garantizar su seguridad humana en tanto ciudadana de un Estado, independientemente de su estatus familiar.”

Comentario del Estado Colombiano:

Como se mencionó en la primera respuesta del Estado a este Informe, el Estado implementó la Política de Seguridad Democrática, la cual se ha encargado de garantizar la seguridad humana de las mujeres, en complemento con las otras políticas de gobierno.

vii.
“En el punto II.3.2. sobre refugios, se reportan 2 hogares refugio de carácter privado. El Estado no ha organizado refugios aunque apoya los privados que existen. Es evidente que la infraestructura existente es insuficiente. El ICBF proyecta implementar este año el programa de Casas de Refugio para Víctimas de Violencia intrafamiliar. Sería importante que dichas Casas pudieran recibir a todas las víctimas de violencia de género, además de los casos de violencia intrafamiliar. Se aclara que el ICBF tiene hogares para niñas víctimas de violencia sexual y de otro tipo en todo el país, pero no se especifica la ubicación ni la cantidad.”

Comentario del Estado Colombiano: 

En este sentido, una de las propuestas del Proyecto de Ley sobre Violencias contra las mujeres, de iniciativa de la Bancada de Mujeres del Congreso, propone establecer casas de refugio de atención a las víctimas de violencia intrafamiliar en el territorio nacional.
viii.
“8. Altos niveles de impunidad. Varios reportes de derechos humanos preparados en el período en estudio, plantean reiteradamente este problema: “las cifras oficiales no reflejan la magnitud que ha alcanzado el problema de la violencia sexual. Hay razones para creer que los casos de violación son muchos más de los que se notifican. Por ejemplo, pese a las huellas a menudo manifiestas sobre los cuerpos, esta violencia rara vez consta en los informes de las autopsias. Pocos perpetradores comparecen alguna vez ante los tribunales por violar los derechos humanos, y menos aún si se trata de delitos de violencia sexual. Así, esta doble invisibilidad agrava la terrible suerte que corren las personas afectadas.

(...) Dado que los responsables de violaciones de derechos humanos rara vez son castigados, la confianza de la población en la administración de justicia y en el Estado de derecho se ha erosionado. Saber que los delitos quedarán impunes –e incluso en algunos casos serán recompensados– no sólo ha contribuido al rápido aumento de las violaciones de derechos humanos, sino que ha sido uno de los factores que subyacen a la espiral de violencia en la sociedad en general.” 

(...) “ En marzo de 2001, la hija de 16 años de otra dirigente de AMNUCIC, fue violada, torturada y muerta, cuando iba en camino a Valledupar, departamento de Cesar. La obligaron a bajar del autobús y se la llevaron. "No sé quién recogió el cadáver. La habían enterrado como N.N. [desconocida]. Los AUC habían puesto la plata para la urna. Así hacen ellos. Los indígenas que vivían cerca del jagüey [pozo] habían escuchado sus gritos. Me contaron que la niña les decía ‘no me maten, yo no les he hecho nada a ustedes’ y me llamaba. Los paramilitares le gritaron: ‘Qué mami ni qué carajo, si es por tu mamá que viene todo esto’. Le cortaron los pechos. (...)
/
Los miembros de las fuerzas de seguridad tendrían privilegios especiales a la hora de enfrentar su responsabilidad por graves hechos de violencia contra las mujeres
/.
La Reportera especial de Naciones Unidas para la Violencia contra la Mujer con inclusión de sus causas y consecuencias realizó una visita a Colombia en el año 2001, luego de lo cual elaboró un reporte, en el que, entre otros problemas señala: “Grupos de hombres armados secuestran a mujeres a las que mantienen en detención durante algún tiempo en condiciones de esclavitud sexual, someten a violación y obligan a realizar tareas domésticas. Se escoge a las mujeres que tienen parentesco con personas "del otro bando". Tras ser violadas, algunas mujeres han sido mutiladas sexualmente antes de matarlas. Además, las supervivientes explican de qué forma los paramilitares llegan a una aldea, la controlan por completo y aterrorizan a la población cometiendo violaciones de los derechos humanos con total impunidad”
/.
La población civil es la que mas sufre las consecuencias del conflicto armado. Las mujeres experimentan de manera especial esta situación. Por un lado, al igual que el resto de la población, se ven sometidas al ataque directo de los grupos armados, sean estos de la guerrilla, el ejército o los paramilitares
/.  Por otro, la violencia generalizada y la cultura de guerra incrementa los estereotipos sexistas y discriminatorios
/”

Comentarios del Estado Colombiano

a.
El párrafo 8 habla de altos niveles de impunidad y hace afirmaciones generales y sin fundamento fáctico como cuando se refiere a que miembros de la Fuerza Pública tendrían privilegios especiales a la hora de enfrentar su responsabilidad por graves hechos de violencia contra las mujeres. En Colombia, por reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional, las violaciones de los derechos humanos cometidas por miembros de la Fuerza Publica, son de competencia de la Justicia Ordinaria y no de la por la Justicia Penal Militar. De hecho, la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, asume los casos en que se denuncia la violación de los derechos humanos cometidas por miembros de las fuerzas militares.

Además, se afirma que en Colombia la población civil es sometida al ataque directo de los grupos sean estos de la guerrilla, el ejército o los paramilitares. No se puede equiparar a, los grupos armados ilegales que si atacan a poblaciones y someten a sus habitantes a actos de terrorismo, con el Ejército, el cual cumple con su deber constitucional de procurar la seguridad de las personas, cumpliendo con los mandatos del Estado Social de Derecho, protegiendo a la población y no atacándola. 

Ahora bien, respecto de la cita de pie de página 15 y 16 y  referida al punto 2.2, punto No. 8, es preciso anotar que esta afirmación carece de veracidad. El ordenamiento legal colombiano no contempla la amnistía ni el indulto para delitos atroces. Es así como desde la  Ley 418 de 1997 en el artículo 50, modificado por el artículo 19 de la Ley 782 de 2002 y prorrogado por el artículo 1 de la Ley 1106 de 2006, establece:

“El gobierno nacional podrá conceder, en cada caso particular, el beneficio del indulto a los nacionales que hubieren sido condenados mediante sentencia ejecutoriada, por hechos constitutivos de delito político cuando a su juicio el grupo armado organizado al margen de la ley con el que se adelante un proceso de paz, del cual forme parte el solicitante, haya demostrado su voluntad de reincorporarse a la vida civil.

También se podrá conceder dicho beneficio a los nacionales, que individualmente y por decisión voluntaria, abandonen sus actividades como miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley y así lo soliciten, y hayan además demostrado, a criterio del Gobierno Nacional, su voluntad de reincorporarse a la vida civil.

No se aplicará lo dispuesto en este título a quienes realicen conductas constitutivas de actos atroces de ferocidad o barbarie, terrorismo, secuestro, genocidio, homicidio cometido fuera de combate o colocando a la víctima en estado de indefensión.

PARAGRAFO 1º. El indulto no será concedido por hechos respecto de los cuales este beneficio se hubiera negado con anterioridad, salvo que el interesado aporte nuevos medios de prueba que modifiquen las circunstancias que fueron fundamento   de la decisión.

PARAGRAFO 2º Cuando se trate de menores de edad vinculados a los grupos armados organizados al margen de la ley, las autoridades judiciales enviarán la documentación al Comité Operativo para la Dejación de Armas, el cual decidirá sobre la expedición de la certificación a que hace referencia el Decreto 1385 de 1994, en los términos que consagre esta ley.

PARAGRAFO 3º El Gobierno Nacional, a través de sus diversos organismos, creará los mecanismos necesarios para garantizar la vida e integridad de las personas que reciben los beneficios contemplados en este título.

Para estos efectos, ordenará la suscripción de pólizas de seguros de vida y diseñará planes de reubicación laboral y residencial, que serán aplicados en el interior del país y, cuando fuere necesario, adoptará las medidas establecidas en el título I de la segunda parte de la presente ley.

En forma excepcional, el Gobierno Nacional, a petición del grupo armado organizado al margen de la ley que pretende su desmovilización, o del reinsertado, colaborará, sin perjuicio de las demás garantías que resulten del proceso de negociación, para facilitar la obtención del derecho de asilo en los países que pueden garantizar su seguridad.”

En este sentido, el artículo 2 de la Ley 975 de 2005, define el ámbito de aplicación de dicha ley en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 2º ÁMBITO DE LA LEY, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN NORMATIVA. La presente ley regula lo concerniente a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas vinculadas a grupos armados organizados al margen   de la ley, como autores o participes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la reconciliación nacional.

La interpretación y aplicación de las disposiciones previstas en esta ley deberán realizarse de conformidad con las normas constitucionales y los tratados internacionales ratificados por Colombia. La incorporación de algunas disposiciones internacionales en la presente ley, no deben entenderse como la negación de otras normas internacionales que regulan esta misma materia.

La reinserción a la vida civil de las personas que puedan ser favorecidas con amnistia, indulto o cualquier otro beneficio establecido en la Ley 782 de 2002, se regirá por lo dispuesto en dicha ley”.
Esta misma remisión normativa se encuentra contenida en el último inciso del artículo 7 del Decreto 3391 de 2006, reglamentario de la Ley 975 de 2005. De tal forma que el desarrollo normativo de esta ley debe entenderse como un instrumento cuya finalidad es facilitar los procesos de paz y reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de la víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.

Por otra parte, cuando en el numeral 2.2, punto No. 8 se afirma que:

“La población civil es la que más sufre las consecuencias del conflicto armado. Las mujeres experimentan de manera especial esta situación. Por un lado, al igual que el resto de la población, se ven sometidas al ataque directo de los grupos armados, sean estos de la guerrilla, el ejército o los paramilitares.”

Es preciso aclarar que la fuerza pública, en este caso el ejército nacional, no puede ser equiparado a un grupo armado organizado al margen de la ley. En estos términos, el artículo 3 de la Ley 782 de 2002 (hoy Ley 1106 de 2006) define el parágrafo 1:

“De conformidad con las normas del Derecho Internacional Humanitario, y para los efectos de la presente ley, se entiende por grupo armado al margen de la ley, aquel que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerza sobre la parte de un territorio un control tal que le permite realizar operaciones militares sostenidas y concertada”.
Acorde a lo anterior, lo propio es establecido en el inciso segundo del artículo 1 de la Ley 975 de 2005:

“Se entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo de guerrilla o de autodefensas, o una parte significativa e integral de los mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas organizaciones, de las que trate la Ley 782 de 2002”.
b.
Por otra parte, nos remitimos a los comentarios formulados en relación con el acápite I, párrafo i en este documento, en los que se contextualizan y describen las diferentes acciones de Colombia, para garantizar la seguridad a todas las personas y las medidas tomadas para erradicar la impunidad, garantizando siempre que se haga desde un enfoque de equidad de género.

ix. “Para la población rural empobrecida la única salida de este caos es escapar a las ciudades. Por tanto, las familias rurales escapan en silencio, gotean lentamente hacia las ciudades y buscan refugio, cada una por su cuenta. Con excepción de la ciudad de Turbo, cerca de la costa Atlántica, no hay centros de recepción para población desplazada. Este desplazamiento de tipo individual y disperso es la modalidad dominante en Colombia. Desde los ochenta, los flujos de población desplazada han aumentado dramáticamente y sus orígenes geográficos se han extendido de manera alarmante”
/.
Comentario del Estado Colombiano:

En el marco de las acciones que adelanta el Estado colombiano para prevenir y atender el desplazamiento forzado, la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, en desarrollo del convenio suscrito con la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados – ACNUR, avanza en el diseño de una  Directriz de Prevención, Atención y Estabilización Socioeconómica para la Población Desplazada con Enfoque de Género, encaminada a promover la inclusión de una perspectiva de género en las políticas, programas y proyectos que apuntan al mejoramiento de las condiciones de la población en situación de desplazamiento. La Directriz contempla el enfoque diferencial étnico, si bien hay que aclarar que la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior, se encuentra diseñando una directriz con enfoque diferencial étnico exclusivamente. 

Como resultados de la Directriz hasta el momento se pueden mencionar: a) Elaboración de un diagnóstico normativo, jurisprudencial, estadístico, de política pública y de oferta institucional; b) creación de una mesa interinstitucional en la que participan Acción Social, la UTEC y la CONSEJERÍA PRESIDENCIAL PARA LA EQUIDAD DE LA MUJER; c) realización de talleres de sensibilización frente a la importancia de incluir la perspectiva de género en el Sistema de Atención a la Población Desplazada;  d) definición de la estructura de la Directriz basada en la estrategia del gobierno para procurar el adelanto de la mujer y la equidad de género.

Comentarios relativos al literal B. 1 sobre el análisis de Presupuesto

Sobre los Avances

i. “No se registran avances”
Comentario del Estado de Colombia:

Al respecto sí existen avances, a saber:

Con respecto al Mecanismo Nacional para la Mujer: Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer y Plan Nacional de Desarrollo

El Presupuesto General de la Nación asigna cada año recursos de financiamiento y de inversión, a través del Departamento Administrativo de la Presidencia, a la Consejería presidencial para la Equidad de la Mujer, con el fin de que esta cumpla con sus objetivos e implemente en alianza con otras entidades, la política pública “Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo”, la cual se ha descrito en detalle en los acápites anteriores.

En el período 2002-2006, se adelantó una política de reactivación social basada en siete herramientas de equidad, política que se equiparó a un gran plan de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres teniendo en cuenta que los resultados alcanzados, al presentarlos desagregados por sexo, mostraron cómo las mujeres se beneficiaron de manera equitativa al compararse con los hombres.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo vigente,  2006-2010, consignó 7 compromisos para el logro de la Equidad de Género:
-
Adelantar la Política Afirmativa “Mujeres Constructoras de Paz y desarrollo” mediante la ejecución de estrategias y programas específicos a favor de las mujeres;

-
Introducir de manera transversal los planes, programas y proyectos y mecanismos de trabajo de la administración pública, el enfoque de género;

-
Establecer un marco de colaboración y concertación entre todas las ramas del poder público para desarrollar una agenda de país en materia de género;

-
Hacer énfasis en el respeto a las diferencias de género en los programas para la superación de la pobreza extrema, los programas de empleo y desarrollo empresarial, de SSR, violencia intrafamiliar y participación política;

-
El mecanismo de la mujer coordinará el proceso de concertación con Ministerios, E. públicas y privadas que permita el desarrollo de estos compromisos;

-
Por último, le asigna al Observatorio de Asuntos de Género  adscrito a la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, que al igual que en los 4 años anteriores, haga seguimiento con perspectiva de género a las acciones que en desarrollo de esta política se adelanten y formule recomendaciones.

-
En materia de recursos, en este nuevo Plan Nacional de Desarrollo hay énfasis en las políticas sociales; de los recursos de inversión, el 57% se destinan a reducción de la pobreza y promoción del empleo y la equidad; el 29% a mantener e impulsar políticas de crecimiento económico; 4% a fortalecer la Política de Defensa y Seguridad Democrática y 10% a desarrollar estrategias que fortalezcan las dimensiones especiales, entre ellas la de equidad de género, programas para grupos étnicos, estimulo a la juventud y políticas ambientales.

Consultoría con el Departamento Nacional de Planeación

Con el apoyo de agencias de cooperación internacional, tales como PNUD,  UNIFEM y la GTZ México,  en el año 2006 la Consejería para la Equidad de la Mujer contrató una consultoría con el objetivo de formular estrategias para incidir en la incorporación del enfoque de género, en el Plan Nacional de Desarrollo.

Como producto de dicha consultoría se alcanzaron los siguientes objetivos:
a)
se elaboró una cartilla con la propuesta de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer para que se incorpore la perspectiva de género de manera transversal en el Plan Nacional de Desarrollo y para que se incluya un capítulo especial referente a la mujer y la equidad de género;
b)
se definió y adelantó, con el apoyo de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, las acciones técnicas y políticas pertinentes ante las instancias responsables de la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo (Congreso, Departamento Nacional de Planeación y Consejo Nacional de Planeación) para:
-
Garantizar la continuidad en la ejecución de la Política afirmativa para las mujeres puesta en marcha por la actual administración; 

-
Procurar una mayor institucionalización de la CPEM que le permita ampliar la capacidad de concertación con las entidades del orden nacional y territorial y de asistencia técnica para la coordinación del proceso de transversalidad de género;

-
Plantear la equidad de género como un desafío en la modernización del estado y como una forma de gerencia social.

-
Consolidar la Política de Reactivación Social como un Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres; 
c)
Consolidar una metodología para hacer planeación y presupuestos con perspectiva de género;
d)
Modificar instrumentos de planeación

Comentarios relativos al literal B. 1 sobre el análisis de Estadísticas

Sobre los Obstáculos

i.
“El Informe Gubernamental incluye varios anexos con mucha información, entre la que se debe destacar el Anexo 010, con Tablas sobre violencia Intrafamiliar, elaboradas con datos del año 2004. En ellas se observa que el maltrato es sufrido mayormente por personas en la franja de 18-24 años, seguidos por la franja 28-34. Luego va disminuyendo en la de 35-44 y 45-59.  El descenso es muy importante para las siguientes franjas etarias
/.  El 87.7 % de los casos son del área urbana y el 9.3% del área rural
/.  El maltrato de pareja es muy alto para mujeres entre 18-24 años, alcanzando su pico máximo en la franja de 25-34, seguida, ya con un porcentaje menor, por la franja 35-44. Disminuye drásticamente en las otras franjas etarias
/. La violencia en la pareja es sufrida principalmente por mujeres (91,2%)
/. El mayor porcentaje de lesiones lo reciben mujeres que están en la franja de 25-34 años y la mayor parte de casos de maltratos se registran los días domingo”
/.
Comentario del Estado Colombiano:

En necesario aclarar que los datos se tienen actualizados hasta diciembre de 2006, porque la recolección de información se hace anualmente. La fecha del 2004 hace referencia a que, desde ese año, el OAG recopila la información.

Comentarios relativos al literal C sobre Recomendaciones

i.
“Se requiere un Plan Nacional para prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género, que abarque todos los tipos de violencia, sea que ocurran en el ámbito doméstico, en la comunidad o por parte del Estado; que contemple las distintas situaciones que viven las mujeres en distintas zonas del país y en diversas realidades, como la del conflicto armado, la del desplazamiento y la del activismo social y por los derechos humanos, entre otras; con medidas integrales que permitan, entre otros resultados, terminar con la impunidad, condenar a los responsables y ofrecer reparación y asistencia a las mujeres y niñas víctimas de violencia.

Deberá trabajarse intensamente para eliminar los obstáculos que enfrentan las mujeres colombianas para el ejercicio pleno de sus derechos humanos económicos, sociales, culturales, sexuales, reproductivos, civiles, políticos, así como para eliminar la discriminación que sufre tanto en el ámbito público como en el privado.

El Estado de Colombia debe cumplir con el principio de la debida diligencia a la hora de prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. En este sentido, se recomienda continuar y profundizar los esfuerzos ya iniciados, dando continuidad a los numerosos programas innovadores y positivos, e implementando los faltantes. La lucha contra la impunidad debe tener prioridad. 

Comentarios del Estado Colombiano:

a.
Es preciso recordar la expedición del Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia, arriba reseñada, el cual se configura en uno de los pasos más importantes dados por Colombia para trabajar consistentemente en la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer.

b.
De igual manera, se señala que en materia internacional, Colombia se destaca por sus avances en materia de equidad de género. En efecto, según el Informe 2006 del Foro Económico Mundial, Colombia ocupa el segundo lugar en el continente en el alcance de logros en la equidad de género, luego de Canadá;  y en la tabla de 153 países, ocupa el puesto número 22.

ii.
“El marco jurídico actual es insuficiente, ya que contempla principalmente la violencia familiar, dejando desprotegidas a las mujeres de la violencia que ocurre en otros ámbitos. Deberá proveerse al país de legislación adecuada para enfrentar la violencia de género en todos los ámbitos en que esta ocurra, ya sea en la familia, la comunidad o la violencia que se sufra por parte del Estado.” 

Comentario del Estado Colombiano:

Con respecto a esta recomendación, vale la pena volver a mencionar el proyecto de ley Número 171 de 2006 Senado por el cual se dictan normas para prevenir, erradicar y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones, el cual tuvo como uno de sus insumos el Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer.

iii.
“Las campañas radiales y televisivas con mensajes sobre la violencia, deben tener masividad y permanencia.”

Comentario del Estado Colombiano: 

La Consejería Presidencial para la Equidad de la  Mujer, en el último año, ha mantenido en el aire campañas televisivas y radiales relativas a la problemática de violencia contra la mujer. Si bien, se reconoce que institucionalizar un espacio permanente no es una tarea fácil, la Consejería lo ha logrado por medio de la implementación de diferentes campañas en medios de comunicación y el apoyo de diversas organizaciones. Se describen a continuación las más importantes campañas:

-
Con la cooperación de la Agencia de Cooperación Española, se llevó al aire una campaña de televisión, con el fin de concientizar a las audiencias de nuestro país sobre el tema de la violencia contra las mujeres.  La Campaña se llamó “yo elegí vivir sin miedo” y tuvo una difusión diaria por un período de 30 días en el mes de agosto. 

-
Actualmente la CPEM, en alianza con Procter and Gamble, adelanta una campaña en medios masivos de comunicación con el fin de contribuir a la sensibilización del maltrato contra la mujer y de brindar información sobre los mecanismos de acceso a los microcréditos para mujeres, ofrecidos por la Banca de Oportunidades. Se escogió esta empresa, ya que es una de las que tiene más penetración en televisión y un gran compromiso por el tema, lo que asegura que el mensaje llegue a una mayor audiencia.

-
Se viene desarrollando una agenda interinstitucional con la Comisión Nacional de Televisión (CNTV), que pretende visibilizar el tema de la violencia doméstica y capacitar a las mujeres sobre sus derechos. En ese sentido, se han adelantado reuniones con el fin de realizar talleres a medios de comunicación por parte de expertas en el tema, y con el fin de acordar que los comerciales que la Consejería realice, se pauten en prime time, a través de la CNTV. 

-
Realización de la semana por la Vida y la Familia: La Consejería coordinó y organizó, en la semana del 24 al 28 de septiembre de este año, la semana por la Vida y la Familia,  una jornada a nivel nacional para enfatizar la importancia del derecho a la vida y a vivir en una familia libre de violencias. Todos los días de esta semana se llevaron a cabo foros y debates en diferentes escenarios de Bogotá y de las capitales departamentales, referidos a aspectos de importancia sobre el derecho a la vida y la convivencia en la familia. 

iv.
“Se requiere crear programas específicos para la capacitación en discriminación de género y violencia contra las mujeres a funcionarios/as encargadas de recibir las denuncias de violencia, cuestión que se ha identificado como ausente.

Se recomienda garantizar el acceso a la justicia para las mujeres que sufren violencia. Por tanto, se deberá revertir el proceso de desjudicialización, asegurando el acceso a los jueces ordinarios de las víctimas de violencia. Se recomienda revisar el traslado de  “la competencia en materia de violencia intrafamiliar de los jueces de familia a los comisarios de familia y a falta de estos a los Inspectores de Policía” ya que esto significa la desjudicializacion de esta problemática, en la medida que se la saca del ámbito de los tribunales judiciales y se le otorga competencia a la Policía. De esa manera, se le esta dando al procedimiento de reclamo en contra de la violencia la categoría de administrativo. Se debilita, de esta manera, el mensaje simbólico de la legislación que debe sancionar este tipo de violencia.

Se recomienda evitar la aplicación de los Métodos de conciliación en casos de violencia de género. Estos mecanismos, que pueden ser útiles en otro tipo de delitos, no son recomendables para los casos de violencia contra la mujer. En primer lugar, atentan contra el espíritu de la Convención, que es clara al enmarcar la violencia contra la mujer como una violación a los derechos humanos (por tanto, no susceptibles de conciliación). En segundo lugar, se ha comprobado que la mayoría de las mujeres que sufren violencia no cuentan con las herramientas necesarias (voluntad, autoestima, fuerza) para participar en una mediación – negociación – reclamo de reparación, etc. Entendemos que debe mantenerse el espíritu del articulo 94 del Código Penal Colombiano, mediante el cual, “la conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales causados con ocasión de aquella”. Un comportamiento diferente emite el mensaje de que la violencia contra la mujer tiene menos importancia que otras lesiones causadas por extraños.

Proveer espacios y servicios para mujeres víctimas de violencia, especialmente refugios, donde puedan estar ellas con sus hijos, tanto en el ámbito urbano como rural. Asimismo se deberá ampliar la cobertura de  las oficinas y espacios de atención a víctimas de violencia.”


Comentarios del Estado Colombiano 

Se repiten las consideraciones planteadas previamente:

En primer lugar, la violencia intrafamiliar dejó de ser  un delito querellable por medio de la Ley 1141 de 2007 sobre Seguridad y Convivencia Ciudadana. En efecto, de acuerdo con la nueva disposición legal, el delito de Violencia Intrafamiliar, así como el de inasistencia alimentaria, deben ser investigados de oficio. 

También es preciso anotar que la pena de prisión que castiga el delito de violencia intrafamiliar aumentó, con la nueva ley, quedando de 4 a 8 años y será aumentada de la mitad a las tres cuartas partes, cuando la conducta recaiga sobre un menor o una mujer, entre otras personas.

Con el fin de garantizar una adecuada aproximación a los casos de violencia intrafamiliar, una de las medidas del Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia, es dar formación y crear protocolos de atención en materia de violencia intrafamiliar para los operadores jurídicos y judiciales, entre los cuales se contempla los Defensores de Familia.

Igualmente, con respecto a la necesidad de refugios para proteger temporalmente a las víctimas de violencia intrafamiliar, una de las propuestas del Proyecto de Ley sobre Violencias contra las mujeres, de iniciativa de la Bancada de Mujeres del Congreso, propone establecer casas de refugio de atención a las víctimas de violencia intrafamiliar en todo el territorio nacional.

Por otra parte frente a las críticas de desjudialización, se precisa que los jueces penales también pueden conocer de estas causas, no solo los Comisarios de Familia. Sin embargo hay que advertir que los Comisarios  de Familia son abogados especializados en materia de familia y trabajan en conjunto con un equipo interdisciplinario con conocimiento de la problemática de violencia intrafamiliar. En esa medida se garantiza que no sean  funcionarios de policía (solo en casos extremos) quienes conocen de estos casos, sino funcionarios especializados en la temática de esta clase de violencia contra la mujer. 
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�.	Amnesty Internacional: Colombia: Cuerpos marcados, crímenes silenciados: Violencia sexual contra las mujeres en el marco del conflicto armado. 2005 “Las autoridades no han cumplido con su deber de ejercer la diligencia debida a la hora de perseguir e investigar estos delitos, que, cuando concurren con otros como el asesinato, ni siquiera se registran independientemente. Además, han seguido justificando su inacción alegando la falta de denuncias de las supervivientes, aunque precisamente el hecho de que no hayan tomado las medidas adecuadas para ayudarlas a denunciar ha influido decisivamente en la determinación de muchas víctimas de no seguir adelante con las denuncias. A pesar de las amenazas contra víctimas y denunciantes no se ha tomado ninguna medida eficaz para protegerlas. La indefensión en que se encuentran las denunciantes durante las actuaciones penales y la falta de medidas procedimentales que tengan en cuenta la situación de las supervivientes son factores que hacen que muchas mujeres retiren sus denuncias. Mientras las autoridades responsables de perseguir el delito no cumplan con su obligación de investigar, será fácil para los responsables evadirse la acción de la justicia. En los pocos procesos que se han abierto, las actuaciones han sido extremadamente largas y sin garantías. Los miembros de las fuerzas de seguridad acusados de violación siguen siendo juzgados bajo la jurisdicción militar. Son raros los casos de víctimas de abusos sexuales que reciben una indemnización. Esto sólo se ha logrado por la vía contencioso-administrativa, aplicable en casos en los que están implicados miembros de las fuerzas de seguridad y cuyos procedimientos pueden durar 10 años o más. El gobierno ha introducido amnistías de hecho para delitos atroces, entre ellos delitos con violencia sexual o de género. En aras de la política de fomentar la desmovilización de grupos armados, los combatientes que se reintegran en la sociedad no son procesados por los abusos que puedan haber cometido y se les garantiza que no pagarán por ellos.”


�.	Doc. ONU E/CN.4/2002/83/Add.3.


�.	Amnesty International: Colombia: Cuerpos marcados, crímenes silenciados: Violencia sexual contra las mujeres en el marco del conflicto armado. 2005: “La población civil es cada vez más víctima del conflicto interno armado, no sólo por estar atrapada entre dos fuegos, sino por ser directamente blanco de los ataques. Esto afecta sobre todo a las comunidades de mayor riesgo, cuyas voces apenas se escuchan: mujeres afrodescendientes, mujeres indígenas, campesinas y pobladoras de barrios de las periferias de las ciudades, muchas de ellas ya desplazadas. Los cuerpos de las mujeres se han convertido en objetivos militares, ya sea por transgredir roles de género o por desafiar prohibiciones impuestas por los grupos armados, o por ser consideradas "depositarias" del honor de las comunidades, y por tanto blanco útil para humillar al adversario.”El mismo informe señala más adelante: “En algunas zonas, las FARC han declarado "objetivos militares" a las mujeres y niñas que frecuentan a soldados y policías. En ocasiones, estas conductas "transgresoras" se castigan con abusos sexuales.”Existen numerosos testimonios sobre represalias por parte de fuerzas gubernamentales o paramilitares si sospechan alguna conexión con la guerrilla. 


�.	Op.cit. en 16: “En otra Comuna de Medellín con fuerte presencia paramilitar, tres niños de entre 8 y 12 años de edad atacaron a unas niñas del mismo barrio. Les orinaron encima y les dijeron: "Vamos a hacer con ustedes lo que queramos" De acuerdo a los testimonios recibidos por Amnistía Internacional, varios muchachos se agolparon como espectadores. "Nadie les prestaba auxilio a las niñas, más bien se reían. Una mujer que se trasportaba en una buseta se bajó. Fue recién entonces cuando los muchachos se dispersaron."Diversas fuentes señalan que los menores en los barrios de Medellín toman a los paramilitares como modelo de identificación. "Son los más ‘duros’ y pueden hacer lo que quieren, si les gusta una chica se la llevan, nadie les puede discutir. Ese es el modelo de masculinidad que se ha fomentado".


�.	Donny, Meertens, Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Oficina de las Naciones Unidas para la Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA), Contribución al informe preparado por la mesa de trabajo mujeres y conflicto armado, con ocasión de la visita de la relatora especial sobre violencia contra la mujer, Bogotá, octubre de 2001.


�.	Informe Gubernamental. Respuesta del Estado de Colombia al Cuestionario enviado por el CEVI. Anexo 010. Maltrato entre familiares, Figura 1.


�.	Informe Gubernamental. Respuesta del Estado de Colombia al Cuestionario enviado por el CEVI. Anexo 010. Maltrato entre familiares, Figura 4.


�.	Informe Gubernamental. Respuesta del Estado de Colombia al Cuestionario enviado por el CEVI. Anexo 010. Maltrato de pareja, Figura 1.


�.	Informe Gubernamental. Respuesta del Estado de Colombia al Cuestionario enviado por el CEVI. Anexo 010. Maltrato de Pareja, Figura 2.


�.	Informe Gubernamental. Respuesta del Estado de Colombia al Cuestionario enviado por el CEVI. Anexo 010. Maltrato de pareja, Figura 3.
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